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-Diputado señor Soria, informe relacionado con la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.
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Ministerio de Vivienda y Urbanismo.
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-Diputados señores Kuschel, Jürgensen, Navarro, Elgueta y Caminondo, reposición puente Reyes de Loncoche.
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Comité Olímpico de Chile.
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I. ASISTENCIA

-Asistieron los siguientes señores Diputados: (107)

Acuña Cisternas, Mario

Alvarado Andrade, Claudio

Allamand Zavala, Andrés

Allende Bussi, Isabel

Arancibia Calderón, Armando

Ascencio Mansilla, Gabriel

Ávila Contreras, Nelson

Aylwin Azócar, Andrés

Aylwin Oyarzún, Mariana

Balbontín Arteaga, Ignacio

Bartolucci Johnston, Francisco

Bayo Veloso, Francisco

Bombal Otaegui, Carlos

Caminondo Sáez, Carlos

Cardemil Herrera, Alberto

Ceroni Fuentes, Guillermo

Cornejo González, Aldo

Cristi Marfil, María Angélica

De la Maza Maillet, Iván

Dupré Silva, Carlos

Elgueta Barrientos, Sergio

Elizalde Hevia, Ramón

Encina Moriamez, Francisco

Errázuriz Eguiguren, Maximiano

Escalona Medina, Camilo

Estévez Valencia, Jaime

Fantuzzi Hernández, Ángel

Ferrada Valenzuela, Luis Valentín

Fuentealba Vildósola, Renán

Gajardo Chacón, Rubén

Galilea Vidaurre, José Antonio

García García, René Manuel

Girardi Lavín, Guido

González Rodríguez, José Luis

Gutiérrez Román, Homero

Hamuy Berr, Mario

Hernández Saffirio, Miguel

Huenchumilla Jaramillo, Francisco

Hurtado Ruiz-Tagle, José María

Jara Wolf, Octavio

Jeame Barrueto, Víctor

Jocelyn-Holt Letelier, Tomás

Jürgensen Caesar, Harry

Karelovic Vrandecic, Vicente

Kuschel Silva, Carlos Ignacio

Latorre Carmona, Juan Carlos

Leay Morán, Cristián

León Ramírez, Roberto

Letelier Morel, Juan Pablo

Letelier Norambuena, Felipe

Longton Guerrero, Arturo

Longueira Montes, Pablo

Luksic Sandoval, Zarko

Makluf Campos, José

Martínez Labbé, Rosauro

Martínez Ocamica, Gutenberg

Matthei Fornet, Evelyn

Melero Abaroa, Patricio

Montes Cisternas, Carlos

Morales Morales, Sergio

Moreira Barros, Iván

Munizaga Rodríguez, Eugenio

Muñoz Aburto, Pedro

Naranjo Ortiz, Jaime

Navarro Brain, Alejandro

Ojeda Uribe, Sergio

Ortiz Novoa, José Miguel

Palma Irarrázaval, Andrés

Palma Irarrázaval, Joaquín

Paya Mira, Darío

Pérez Lobos, Aníbal

Pérez Varela, Víctor

Pizarro Soto, Jorge

Pollarolo Villa, Fanny

Prochelle Aguilar, Marina

Prokuriça Prokuriça, Baldo

Rebolledo Leyton, Romy

Reyes Alvarado, Víctor

Ribera Neumann, Teodoro

Rocha Manrique, Jaime

Rodríguez Cataldo, Claudio

Saa Díaz, María Antonieta

Sabag Castillo, Hosain

Salas De la Fuente, Edmundo

Schaulsohn Brodsky, Jorge

Seguel Molina, Rodolfo

Silva Ortiz, Exequiel

Solís Cabezas, Valentín

Sota Barros, Vicente

Taladriz García, Juan Enrique

Tohá González, Isidoro

Tuma Zedan, Eugenio

Ulloa Aguillón, Jorge

Urrutia Ávila, Raúl

Urrutia Cárdenas, Salvador

Valcarce Medina, Carlos

Valenzuela Herrera, Felipe

Vargas Lyng, Alfonso

Vega Vera, Osvaldo


Venegas Rubio, Samuel

Viera-Gallo Quesney, José Antonio

Vilches Guzmán, Carlos

Villegas González, Erick

Villouta Concha, Edmundo

Walker Prieto, Ignacio

Wörner Tapia, Martita

Zambrano Opazo, Héctor


-Asistieron, además, el Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Jorge Arrate, y el Senador señor Sergio Páez.


II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.10 horas.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El acta de la sesión 28ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 29ª queda a disposición de los señores Diputados.

IV. CUENTA


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario accidental) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

V. ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.


El señor LOYOLA (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités parlamentarios, bajo la presidencia del Diputado señor Estévez, adoptaron los siguientes acuerdos:

1º
Trasladar el trabajo de Comisiones que habría correspondido desarrollar el miércoles 11 al jueves 12 del presente mes.

2º
Celebrar una sesión, con carácter de ordinaria, el viernes 13 de septiembre, a partir de las 10.30, última de la actual legislatura ordinaria.

3º
Considerar, a continuación del proyecto que figura en el tercer lugar del Orden del Día de la presente sesión, las iniciativas signadas con los Nºs. 12 y 11, respectivamente. La primera modifica la ley   Nº 19.296, sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado; y la segunda, limita la ejecución de trabajos por empresas contratistas en las faenas que indica.

VI. FÁCIL DESPACHO
ACUERDO DE COOPERACIÓN CULTURAL, CIENTÍFICA Y EDUCATIVA ENTRE CHILE Y TURQUÍA. Segundo trámite constitucional.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En Fácil Despacho, corresponde ocuparse, en segundo trámite constitucional, del proyecto de acuerdo que aprueba el convenio de cooperación cultural, científica y educativa entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Turquía.


Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana es el señor Caminondo.


Antecedentes:


Proyecto del Senado, boletín 1584-10 (S), sesión 3ª, en 4 de junio de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 18.


-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, sesión 29ª, en 27 de agosto de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 6.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el señor Diputado informante.


El señor CAMINONDO.- Señor Presidente, a continuación, procedo a informar el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado bilateral, denominado “Acuerdo de cooperación cultural, científica y educativa entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Turquía”, sometido a la consideración de la Cámara en segundo trámite constitucional.


Se trata de un tratado básico, que requerirá de acuerdos complementarios para determinar los proyectos específicos que serán ejecutados; no contiene cláusulas que contravengan el orden normativo interno ni tampoco compromete a las partes a otorgar franquicias tributarias o de otro orden en favor de la cooperación.


En virtud de este tratado, que consta de 13 artículos, las partes se comprometen a contribuir al intercambio de experiencias y progresos obtenidos en el ámbito del acuerdo, para lo cual fomentarán la colaboración entre sus instituciones culturales, académicas, de investigación y deportivas; el intercambio de profesores, expertos, técnicos, investigadores, estudiantes, deportistas, entrenadores, especialistas, equipos deportivos; libros, publicaciones e impresos, otorgamiento de becas, y cooperación en las áreas de radio, televisión, cinematografía y prensa.


Además, se obligan a facilitar las negociaciones orientadas al posible reconocimiento mutuo de estudios superiores, títulos y grados académicos, como también a promover los estudios del idioma y de la literatura de sus respectivos países en las universidades y demás instituciones de enseñanza del otro Estado.


Cabe destacar que los Estados impulsarán los intercambios culturales a través de visitas de artistas y conjuntos artísticos, grupos musicales, teatrales y de artes visuales, entre otras formas de cooperación, y fomentarán el conocimiento de la cultura, historia y costumbres de la otra parte.


Un aspecto importante de recalcar se refiere al hecho de que los Estados partes se obligan a impedir la importación, exportación y transferencia de propiedades ilícitas de los bienes que integren sus respectivos patrimonios culturales, sean arqueológicos, artísticos o históricos.


Finalmente, se establece una comisión chileno-turca de cooperación cultural, científica y educativa encargada de efectuar periódicamente una evaluación del acuerdo y de proponer las medidas necesarias para su progresiva aplicación.


Hago presente que este acuerdo internacional no contiene normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda o que requieran quórum especial para su aprobación.


La Comisión de Relaciones Exteriores, compartiendo los criterios que llevaron a ambos gobiernos a suscribir el acuerdo, decidió aprobarlo por unanimidad, y propone a la Honorable Cámara que acoja el artículo único del proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo aprobó el Honorable Senado.


Es todo cuanto puedo informar.


He dicho.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En discusión el proyecto de acuerdo.


El señor TALADRIZ.- Pido la palabra.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.


El señor TALADRIZ.- Señor Presidente, sin tener mayor conocimiento de la materia, ¿sería oportuno aprobar un proyecto de cooperación cultural, científica y educativa con Turquía en un momento en que esa parte del mundo vive una crisis -con ataques de Estados Unidos a la zona curda y a sectores estratégicos de Irak- que puede generar problemas y distintas reacciones?


Lo planteo porque considero que debemos tener una actitud prudente y esperar los acontecimientos de los próximos días.


Nada más, señor Presidente.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, entiendo que el conflicto es en el otro extremo de Irak. No obstante, todas las opiniones son válidas.


Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad el proyecto de acuerdo.


Aprobado.

PROTOCOLOS ADICIONALES DE LA UNIÓN POSTAL DE LAS AMÉRICAS, ESPAÑA Y PORTUGAL. Segundo trámite constitucional. ACTAS DEL XXI CONGRESO DE LA UNIÓN POSTAL UNIVERSAL. Primer trámite constitucional.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- A continuación, como ambos proyectos de acuerdo están relacionados, trataremos en conjunto el que aprueba los protocolos cuarto y quinto adicionales a la Constitución de la Unión Postal de las Américas, España y Portugal, y las Actas del XXI Congreso de la Unión Postal Universal.


Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana de ambos proyectos de acuerdo es el Diputado señor Jocelyn-Holt.


Antecedentes:


-Proyecto del Senado, boletín N° 1341-10 (S), sesión 22ª, en 1 de agosto de 1995. Documentos de la Cuenta Nº 13.


-Mensaje del Ejecutivo, boletín Nº 1884-10, sesión 12ª, en 3 de julio de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 1.


-Informes de la Comisión de Relaciones Exteriores, sesión 29ª, en 27 de agosto de 1996. Documentos de la Cuenta Nºs 5 y 11, respectivamente.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En esta oportunidad rendirá ambos informes el Diputado señor Caminondo.



El señor CAMINONDO.- Señor Presidente, la Unión Postal de las Américas, España y Portugal es una organización internacional intergubernamental y regional, asociada a la Unión Postal Universal, cuya finalidad esencial es extender y perfeccionar los servicios de correos de sus países miembros mediante una cooperación más estrecha entre sus administraciones postales, con el objeto, entre otros, de permitir el intercambio recíproco de envíos postales en condiciones iguales o más favorables para los clientes que las establecidas por la Unión Postal Universal.


Sus orígenes se remontan a 1911, cuando representantes de Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Chile, Ecuador, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela crearon la Unión de los Correos Sudamericanos para constituirse, diez años más tarde, en la Unión Postal Panamericana. En 1931, se transforma en la Unión Postal de las Américas y España, y en 1990 pasa a denominarse Unión Postal de las Américas, España y Portugal.


El órgano supremo de la Unión es el congreso, que cada cinco años, aproximadamente, reúne a los representantes de los Estados miembros para revisar la normativa que los rige, la cual recibe la denominación común de actas.


La Constitución es el acta fundamental de la Unión que contiene sus reglas orgánicas. Su texto original, adoptado en el congreso efectuado en Santiago, fue incorporado al orden interno y publicado en el Diario Oficial de 25 de julio de 1973. Posteriormente, en los congresos reunidos en Lima, Perú; en Managua, Nicaragua, y La Habana, Cuba, en los años 1976, 1981 y 1985, respectivamente, dicha Constitución fue modificada por protocolos que nuestro país ha aprobado e incorporado al orden jurídico interno en cada oportunidad.


Posteriormente, en los congresos reunidos en Buenos Aires, en 1990, y en Monte

video, en 1993, fueron aprobadas nuevas modificaciones a la Constitución de la Upaep, incorporadas en los Protocolos Cuarto y Quinto, ambos sometidos a vuestra consideración por el proyecto de acuerdo en informe. 


El Cuarto Protocolo Adicional modifica la Constitución para registrar en el nombre de la Unión la incorporación de Portugal y precisar, principalmente, sus objetivos de modernizar los servicios postales entre sus miembros y de procurar que los sistemas de administración tiendan a mejorar el procesamiento y la productividad del correo, la implantación de nuevos servicios, mediante la utilización de tecnología moderna y adecuada a los sistemas operativos de la región.


El Quinto Protocolo Adicional modifica el preámbulo y las normas de la Constitución de la Upaep relativas a sus objetivos y estrategias, con el objeto de introducir principios que permitan y faciliten adoptar las transformaciones tecnológicas que están experimentando los correos del área para servir mejor a la clientela.


Estas modificaciones a la Constitución de la Upaep no se oponen al orden jurídico interno, no obstante lo cual requieren de aprobación parlamentaria para su aprobación, conforme lo dispone el artículo 50, Nº l, de la Constitución Política, por cuanto enmiendan un tratado vigente en el país como ley de la República.


La Comisión de Relaciones Exteriores compartió los propósitos que llevaron a los gobiernos de los Estados miembros de la Upaep a adoptar estas modificaciones a la Constitución de la Unión, de modo que, por unanimidad, decidió aprobarlos y proponer a la Honorable Cámara que adopte el artículo único del proyecto de acuerdo, en los mismos términos en que lo aprobó el Honorable Senado.

Es cuanto puedo informar respecto del primer proyecto de acuerdo.


En lo relativo al segundo, la Unión Postal Universal, UPU, es una organización internacional fundada en 1874, en Berna, Suiza, con el nombre de Unión General de Correos, como institución rectora del correo internacional. En la actualidad es un organismo especializado de las Naciones Unidas, con 173 Estados miembros, entre los que se incluye Chile.


Sus finalidades son las de incrementar las comunicaciones entre los pueblos por medio de un eficaz funcionamiento de los servicios postales y contribuir al éxito de los elevados fines de la colaboración internacional en el ámbito cultural, social y económico.


Para lograr sus objetivos, la UPU aprueba regularmente en sus congresos quinquenales la normativa internacional de aplicación uniforme entre sus Estados miembros, contenida en varios instrumentos que reciben la denominación común de Actas de la Unión Postal Universal, el principal de los cuales es su Constitución, que contiene las reglas orgánicas de la Unión.


Se trata de una normativa técnica que la UPU adopta mediante resoluciones de sus órganos y que, desde el punto de vista jurídico, tiene la fuerza de tratado multilateral y el rango de ley en el orden normativo interno, de manera que para su aplicación por los órganos de la administración postal chilena o para modificar la que está vigente, se requiere que sea aprobada por el Congreso Nacional antes de ser ratificada por el Presidente de la República.


En Chile, esta normativa se aplica desde 1880 y desde entonces nuestro país ha regulado sus servicios postales internacionales por las normas de la UPU. Así, las actas adoptadas en el XX Congreso, celebrado en Washington en 1989, se encuentran actualmente vigentes en el orden interno.


Ésta es la normativa que la Empresa de Correos de Chile debe cumplir en la prestación de sus servicios postales nacionales e internacionales, por mandato del artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 10, de 1981, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


Ahora, las actas de 1994, adoptadas por el XXI Congreso de la UPU, celebrado en Seúl, República de Corea, sometidas a vuestra consideración por este proyecto de acuerdo, vienen a modificar precisamente las actas de 1989.


En derecho, estas actas tienen -como lo he señalado- el valor de tratados internacionales multilaterales, sujetos a los trámites de ratificación por los Estados miembros de la UPU; de manera que para su plena aplicación interna, en nuestro país se requieren de aprobación parlamentaria.


Las principales modificaciones que se introducen a la Constitución de la UPU son:

1.
La que faculta a las uniones restringidas, como la Upaep, para enviar observadores al Consejo de Administración, así como al Consejo de Explotación Postal, y 

2.
La que establece los órganos denominados Consejo de Administración y Consejo de Explotación, encargados de asegurar la continuidad de los trabajos de la unión y las cuestiones de explotación, comerciales, técnicas y económicas que interesen al servicio postal.


Las principales modificaciones que se introducen al reglamento general de la Unión Postal Universal son consecuencia del establecimiento de dichos consejos y de la decisión de establecer que los idiomas de trabajo de la Oficina Internacional serán el francés y el inglés, manteniéndose el primero como el oficial de la UPU.


Al Convenio Postal Universal se le hacen modificaciones que tienen los siguientes propósitos:

1.
Precisar que el principio de libertad de tránsito postal implica la obligación de encaminar siempre los envíos postales por las vías más rápidas “y por los medios más seguros”.

2.
Facultar a los países miembros que no participen en el intercambio de cartas que contengan materias biológicas perecederas o materias radiactivas para no admitirlas en tránsito al descubierto a través de su territorio.

3.
Reservar sólo a las administraciones postales la emisión de sellos de correos para indicar el pago del franqueo, según las actas de la Unión.

4.
Autorizar a las administraciones postales para que sobrepasen las tasas que fija la UPU para los diferentes servicios postales internacionales, cuando las que aplique para los mismos servicios en el régimen interno fueran más elevadas que las fijadas.

5.
Reconocer a las administraciones postales la libertad de elegir el sistema que aplicarán a su tráfico de salida, atendiendo a la rapidez de tratamiento de los envíos o al contenido de los mismos.

6.
Establecer las tasas para el sistema basado en la rapidez en el caso de los envíos prioritarios y no prioritarios.

7.
Regular el correo electrónico, definido como aquel que utiliza la vía de las telecomunicaciones para transmitir, conforme al original y en pocos segundos, mensajes recibidos del expedidor en forma física o electrónica y que deben ser entregados al destinatario en forma física o electrónica. Además, autorizar a las administraciones postales para fijar las tarifas relativas a este correo, tomando en consideración los costos y las exigencias del mercado.


Este servicio es facultativo y consiste, principalmente, en la expedición y recepción de fax. La administración postal chilena no lo presta, ya que su ley orgánica no le permite acceder al campo de las telecomunicaciones.


El protocolo final del Convenio Postal Universal fija las condiciones en que determinados países miembros aplicarán el Convenio Postal en las materias específicas que en cada declaración señala. 


Chile registra dos declaraciones:


En la primera, manifiesta, junto a otros 23 países, que no acepta las cartas ordinarias y certificadas que contengan objetos sujetos al pago de derechos de aduana.


En la segunda, Chile, la República Popular China y Colombia declaran que sólo responderán por la pérdida y la expoliación total o la avería total del contenido de los envíos certificados.


Al acuerdo relativo a encomiendas postales se le introducen modificaciones que, en lo sustancial, declaran a la administración postal responsable de la ejecución de las normas que regulan aspectos técnicos del servicio postal de encomiendas. Estas modificaciones tienden, principalmente, a hacer más operativas las disposiciones del acuerdo y a incentivar la prestación del servicio aumentando el tamaño de las encomiendas y dando más libertad a las administraciones para su organización. 


Las modificaciones que se introducen al acuerdo relativo a giros postales inciden en aspectos técnicos relativos a su intercambio entre países contratantes, entre los que se distinguen el giro ordinario, el giro de depósito y otros servicios que las administraciones postales podrán convenir bilateral o multilateralmente.


Chile no expide giros postales; sólo actúa como receptor de ellos, en virtud de acuerdos celebrados con administraciones postales de cinco países, entre ellos, Estados Unidos de América, Japón y la República Federal de Alemania. 


Las modificaciones al acuerdo relativo a cheques postales se refieren a materias vinculadas al servicio que en esa materia los países contratantes podrán ofrecer a los usuarios de cuentas corrientes postales. Se trata de un servicio que la administración postal chilena no presta.


El acuerdo relativo a envíos contra reembolso regula aspectos técnicos del intercambio entre los países contratantes. 


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana compartió los propósitos que llevaron a los Gobiernos de los Estados miembros de la Unión Postal Universal a adoptar las actas sometidas a vuestra consideración.


En consecuencia, decidió aprobarlas por unanimidad y proponer a la Honorable Cámara que adopte el artículo único del proyecto de acuerdo, con exclusión del protocolo final al acuerdo relativo a giros postales, ya que, según la publicación oficial de estos instrumentos que acompañan el mensaje, en el XXI Congreso de la UPU, celebrado en Seúl, República de Corea, dicho protocolo final no existe. 


Con la modificación formal necesaria para salvar el error de hecho en que se incurre en el mensaje, la Comisión propone a los honorables colegas aprobar el artículo único del proyecto de acuerdo a lo expresado en el informe que somete a su consideración.


He dicho.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Ofrezco la palabra sobre los proyectos de acuerdo: el primero, relativo a la aprobación de los protocolos cuarto y quinto adicionales a la Constitución de la Unión Postal de las Américas, España y Portugal, y el segundo, al XXI Congreso de la Unión Postal Universal.


Ofrezco la palabra.


En votación.


Si le parece a la Sala, se aprobarán.


Aprobados.

VII. ORDEN DEL DÍA
INTEGRACIÓN DE REPRESENTANTES DEL CONGRESO NACIONAL A LA EDITORIAL JURÍDICA DE CHILE. Proposición de la Comisión Mixta.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el Orden del Día, corresponde tratar la proposición de la Comisión Mixta sobre el proyecto que integra representantes del Congreso Nacional al Consejo de la Editorial Jurídica de Chile.


Antecedentes:


-Informe de la Comisión Mixta, boletín Nº 1513-07, sesión 31ª, en 29 de agosto de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 1.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Maximiano Errázuriz.


El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, este proyecto fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, y en la Sala de esta Corporación. Sin embargo, fue rechazado en el Senado, por lo cual pasó a Comisión Mixta, donde fue aprobado -una vez más- con el voto favorable de todos sus miembros y el voto en contra de los Senadores, con excepción del señor Anselmo Sule.


En el fondo, este proyecto no hace otra cosa que reponer en el Consejo de la Editorial Jurídica de Chile a los representantes del Congreso Nacional que siempre estuvieron en él.


La Editorial Jurídica nació de una iniciativa del Congreso Nacional, específicamente de la Comisión de la Biblioteca, integrada por el Presidente del Senado, don Arturo Alessandri Palma, y el de la Cámara de Diputados, don Juan Antonio Coloma, cuyo Secretario era don Jorge Ugarte Vial, Director de la Biblioteca del Congreso.


La participación parlamentaria en el Consejo de la Editorial Jurídica se suprimió con motivo de la disolución del Congreso Nacional por decreto Nº 27, de 1973. En consecuencia, no corresponde pensar que su reposición pueda ni politizarla ni afectar a un órgano vinculado al Estado. Desde luego, siempre existieron representantes del Congreso en esa editorial y ésta nunca se politizó.


Por otro lado, tampoco es incompatible con el artículo 55 de la Constitución Política, por cuanto dicho precepto no se refiere a entidades como la Editorial Jurídica, sino que establece que las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honorem, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital, son incompatibles con los cargos de diputados y senadores.


La Editorial Jurídica no es una entidad fiscal autónoma ni semifiscal; tampoco es empresa estatal ni una entidad en la cual el Estado tenga participación por aporte de capital. La circunstancia de que el informe de la Contraloría General de la República haya sido anterior a la vigencia de la Constitución de 1980 en nada altera la naturaleza jurídica de la editorial. En consecuencia, no le es aplicable dicho artículo 55, al margen de lo que se haya establecido en la Constitución de 1980 con posterioridad al pronunciamiento de la Contraloría General de la República, que determina cuál es la naturaleza jurídica de esa editorial.


Por eso, solicito a la Honorable Cámara aprobar esta proposición, que, por lo demás, coincide con el pronunciamiento de la Sala, de la Comisión de Constitución y de los Diputados miembros de la Comisión Mixta.


He dicho.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


En votación.


¿Habría acuerdo de la Sala para aprobar la proposición de la Comisión Mixta?


Aprobada.


MODIFICACIÓN DEL DECRETO LEY        Nº 1.094, DE 1975, RELATIVO A REFUGIADOS. Proposición de la Comisión Mixta.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde tratar a continuación la proposición de la Comisión Mixta sobre el proyecto que modifica el decreto ley Nº l.094, de 1975, relativo a refugiados.


Antecedente:


-Informe de la Comisión Mixta, boletín Nº 1100-06, sesión 31ª, en 29 de agosto de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 2.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Entiendo que la Comisión Mixta respalda la posición de la Cámara de Diputados.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


En votación.


Si le parece a la Sala, se aprobará.


Aprobado.

RATIFICACIÓN DE CONVENIOS ADOPTADOS EN LA CONFERENCIA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN DEL TRABAJO. Primer trámite constitucional. (Continuación).


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, relativo a diversos convenios internacionales del trabajo, adoptados por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo.


Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores es el señor Fuentealba, y de la de Trabajo, el señor Gajardo.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Los informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores, y de Trabajo, ya fueron rendidos.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.


Se suspende la sesión y se cita a reunión de Comités.


-Se suspendió la sesión.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se reanuda la sesión.


Queda pendiente la votación del proyecto, que se realizará en el transcurso de la sesión.


-Con posterioridad, la Sala prosiguió el tratamiento de la materia en los siguientes términos:

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde votar el proyecto de acuerdo relativo a diversos convenios internacionales del trabajo, el que requiere 61 votos para su aprobación.


El señor RIBERA.- Pido la palabra.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.


El señor RIBERA.- Señor Presidente, el informe da cuenta de que los convenios se aprobaron con votaciones distintas en el seno de la Comisión de Relaciones Exteriores. En algunos casos, hubo unanimidad, y en otros, abstenciones. Quizás sería más adecuado votar el proyecto de igual manera en la Sala, diferenciando el tipo de convenio de que se trata.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En cualquier caso, la petición de división debió hacerse antes del cierre del debate. 


Además, eso es discutible, porque al Presidente de la República le corresponde conducir las relaciones exteriores y es él quien envía los proyectos al Congreso. Se trata de un tema que Su Señoría planteó en otra ocasión y que tendremos que resolver en forma adecuada.


Tiene la palabra el Diputado señor Dupré.


El señor DUPRÉ.- Señor Presidente, se trata de un solo mensaje, es cierto, pero de diferentes convenios. 


Estoy de acuerdo con lo expresado por el Diputado señor Ribera. Como el número 1 del convenio 121 fue aprobado por unanimidad, la Sala podría despacharlo en esos mismos términos y votar el resto en forma separada de manera que se reflejen las mayorías y minorías establecidas en la Comisión. De lo contrario, si no se alcanzara el quórum requerido, también sería rechazado aquel que fue aprobado por unanimidad. Por ello me parece bueno el criterio del señor Ribera.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Ribera.


El señor RIBERA.- Señor Presidente, dado que igualmente concurrirá la mayoría de los Diputados que están por la aprobación del proyecto, es importante que en este caso dilucidemos los alcances del artículo 50 de la Constitución, porque si en el futuro el Presidente de la República enviara a trámite legislativo proyectos que nada tienen que ver unos con otros, la Cámara tendría que votarlos en conjunto, lo que significaría delimitar aún más las atribuciones del Congreso.


Se trata de que en la medida en que no estén enlazados, cada proyecto pueda ser votado en forma distinta. Estos convenios no tienen materias relacionadas, de manera que perfectamente la Cámara podría votarlos separadamente, sin afectar la norma constitucional, que exige sólo votar a favor o en contra los acuerdos internacionales que envíe el Presidente de la República antes de su ratificación, pero no un conjunto de acuerdos que, por razones de economía de procedimiento, fueron englobados en un artículo único.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Paya.


El señor PAYA.- Señor Presidente, deseo corregir una información que se ha entregado en la Sala.


Lo dicho por el Diputado señor Dupré es válido respecto de lo sucedido en la Comisión de Relaciones Exteriores, pero en la de Trabajo, donde también se revisaron, ningún convenio fue aprobado por unanimidad. En cualquier caso, no el número 1, al cual aludió el señor Dupré.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Honorable Sala, el tema planteado por el Diputado señor Ribera trasciende esta votación, porque si el Presidente de la República conduce las relaciones exteriores y nos envía un artículo único, no son claras las consecuencias de votar separadamente su contenido.


Sin embargo, en este caso específico parece haber materias no estrictamente vinculadas unas con otras. 


La materia es compleja y si se resuelve de modo formal, puede tener consecuencias importantes.


Por tanto, la Mesa prefiere estudiar la situación, conversarla con los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, y suspender la votación para otra oportunidad, una vez que pueda evacuar un criterio.

Si le parece a la Sala, se procederá de este modo.


Acordado.


MODIFICACIÓN DE LA LEY Nº 19.296, SOBRE ASOCIACIONES DE FUNCIONARIOS DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO. Segundo trámite constitucional.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En conformidad con los acuerdos de los Comités, corresponde tratar, en segundo trámite constitucional, el proyecto signado con el número 12 de la tabla, que modifica la ley 
Nº 19.296, sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado.


Diputado informante de la Comisión de Trabajo es el señor Alejandro Navarro.


Antecedentes:


-Proyecto del Senado, boletín Nº 1843-13 (S), sesión 19ª, en 18 de julio de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 4.


-Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, sesión 29ª, en 27 de agosto de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 20.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Solicito el asentimiento de los señores Diputados para que ingrese a la Sala el Subsecretario del Trabajo, don Guillermo Pérez.


Si les parece, así se acordará.


Acordado.


Tiene la palabra el señor Diputado informante.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me corresponde informar a esta Sala del trabajo desarrollado por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social sobre el proyecto, en primer trámite reglamentario y segundo constitucional, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, que modifica la ley Nº 19.296, sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado.


A las sesiones que celebró esta Comisión asistió el Ministro del Trabajo junto a sus asesores.


El 14 de marzo de 1994 fue publicada la ley Nº 19.296, sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado, dándose cumplimiento con ello al objetivo del Gobierno de promover las organizaciones gremiales en los trabajadores del sector público.


No obstante, los trabajadores municipales, que están divididos en tres categorías -los de planta y a contrata, los que trabajan en los servicios de salud traspasados al municipio y los que se desempeñan en los servicios de educación-, no han podido ejercer el derecho de asociación debido a que la Contraloría General de la República ha sostenido que para constituirlos, los quórum del artículo 13 de la ley Nº 19.296 deben calcularse en base al universo total de trabajadores de cada municipio, incluidos los sectores de salud y de educación, lo cual ha imposibilitado que se agrupen por cada una de las tres categorías, como es de su interés, ya que cada segmento de ellos tiene estatuto laboral diferenciado y características y funciones propias.


Por ello, el mensaje propone modificar las normas pertinentes de la ley para permitir que la Constitución de asociaciones individuales de funcionarios del sector municipal pueda hacerse por universos separados. 


Además, el proyecto prorroga el plazo para que las organizaciones que se constituyan a partir de esta reforma adecuen sus estatutos a las normas de la ley Nº 19.296, toda vez que el original, de dos años, se encuentra vencido.


El proyecto no ha requerido cumplir el trámite reglamentario en la Comisión de Hacienda. No hubo opiniones disidentes en la Comisión de Trabajo ni tampoco indicaciones rechazadas o declaradas inadmisibles.


Fundamentalmente, la iniciativa busca restituir el derecho de asociación de los funcionarios municipales, restringido actualmente por la imposibilidad de alcanzar, como lo determinó la resolución de la Contraloría General, el quórum exigido en el artículo 13 de la ley para constituir asociaciones al incluir en el universo total a los trabajadores de los servicios de salud y educación, quienes, por ley, tienen sus respectivas agrupaciones. Es así como los funcionarios docentes se rigen por la ley Nº 19.070 y están integrados al Colegio de Profesores; los de la salud de los servicios traspasados tienen el estatuto de atención primaria, contenido en la ley 
Nº 19.378, y también están agrupados en su área.


Ante esta dificultad, se ha considerado muy necesario y urgente establecer un principio de igualdad y equidad para la posibilidad de formar asociaciones de funcionarios, especialmente teniendo en cuenta que ha habido severas limitantes para que éstas se constituyan en algunos municipios.


La Comisión propone a la Sala aprobar el proyecto que restituirá el derecho de asociación a los trabajadores municipales, a fin de que puedan constituir asociaciones de funcionarios con los quórum correspondientes al universo a que pertenece el estamento de trabajadores.


He dicho.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En discusión el proyecto.


Tiene la palabra el Diputado señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la posibilidad de modificar la ley se planteó en agosto del año pasado. Lamentablemente, el proyecto presentado no tuvo tramitación en la Comisión de Gobierno Interior, y su remisión a la de Trabajo no prosperó. Por lo tanto, la iniciativa del Ejecutivo viene a impulsar una idea que la Cámara ya había discutido y materializado en una moción parlamentaria, con el objeto de que, en lo inmediato, sobre la base de este precepto de quórum específico, los funcionarios municipales actualicen sus estatutos y, en el plazo de un año, puedan hacerlo con sus asociaciones y constituir otras nuevas.


En consecuencia, deberíamos votar el proyecto, para el cual solicito un trámite rápido, de manera que tengamos una ley a la brevedad.


He dicho.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 33 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- No hay quórum. Se va a repetir la votación.


Llamaremos a los integrantes de la Comisión de Defensa Nacional y del Grupo Chileno-Argentino, que están sesionando, sin autorización, en forma paralela con la Sala.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 43 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención. 


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Aprobado.


Por no haber sido objeto de indicaciones, queda despachado en general y en particular. 


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Allende (doña Isabel), Ascencio, Ávila, Aylwin (don Andrés), Aylwin (doña Mariana), Cristi (doña María Angélica), Dupré, Elgueta, Encina, Estévez, Gajardo, García (don René Manuel), Hernández, Huenchumilla, Jürgensen, Kuschel, León, Letelier (don Juan Pablo), Luksic, Makluf, Martínez (don Gutenberg), Montes, Morales, Muñoz, Navarro, Ojeda, Ortiz, Palma (don Joaquín), Pérez (don Aníbal), Prochelle (doña Marina), Rebolledo (doña Romy), Reyes, Salas, Seguel, Silva, Taladriz, Tohá, Tuma, Valenzuela, Vargas, Venegas, Villegas y Zambrano.


-Se abstuvo el Diputado señor Paya.

REGULACIÓN DE EJECUCIÓN DE TRABAJOS POR EMPRESAS CONTRATISTAS. Primer trámite constitucional.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley iniciado en moción, en primer trámite constitucional, que limita la ejecución de trabajos por empresas contratistas en las faenas que indica. 


Diputado informante de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social es el señor Navarro. 


Antecedentes:


-Moción, boletín N° 98-13, sesión 15ª, en 11 de julio de 1990. Documentos de la Cuenta Nº 1.


-Informe de la Comisión de Trabajo, sesión 29ª, en 27 de agosto de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 19.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, Diputado informante es el señor Gajardo. 


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El texto dice: “Se designó Diputado informante a don Alejandro Navarro Brain”. Si hay un error y le corresponde al señor Gajardo, ofrezco la palabra a Su Señoría. 


El señor GAJARDO.- Señor Presidente, lo cierto es que en un principio se acordó que quien debía rendir el informe era el Diputado señor Navarro, pero luego de sostener una conversación con Su Señoría, convinimos en alterar la decisión tomada por la Comisión.


En consecuencia, si la Sala no tiene inconveniente, pasaré a rendir el informe.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.


El señor GAJARDO.- Señor Presidente, el proyecto de ley tuvo su origen en una moción que hace algunos años presentó el Diputado que habla conjuntamente con el colega Rodolfo Seguel y los ex Diputados señores Claudio Huepe, Héctor Olivares, Nicanor Araya y señora Adriana Muñoz, y a la cual adhirieron posteriormente la Diputada señora Fanny Pollarolo y los señores Alejandro Navarro y Erick Villegas.


El objetivo de la moción es modificar las disposiciones legales que regulan la responsabilidad de los dueños de una obra, empresa o faena y que para el desarrollo de su actividad ocupan los servicios de contratistas.


El proyecto explicita la responsabilidad del empleador o empresario respecto de las obligaciones de los contratistas y subcontratistas en favor de sus trabajadores.


El hecho de dividir las responsabilidades ha traído consigo un fenómeno que hoy afecta a un grupo numeroso de trabajadores, especialmente en aquellas faenas en que el sistema de contratación y subcontratación es más empleado: no existe o se encuentra muy debilitada la posibilidad de que el trabajador vea satisfechos sus derechos cuando el empleador directo no cumple con ellos. El artículo 64 del Código del Trabajo establece que, en tales casos, el dueño de la obra, empresa o faena será subsidiariamente responsable de las obligaciones laborales y previsionales que afecten a los contratistas en favor de los trabajadores de éstos. También responderá de iguales obligaciones que afecten a los subcontratistas, cuando no pudiere hacerse efectiva la responsabilidad a que se refiere el inciso siguiente.


En consecuencia, en virtud de la ley, existe responsabilidad de los dueños de una obra, empresa o faena respecto de esas obligaciones, pero el punto es cómo hacerla efectiva. Es aquí donde el fondo de la ley se ha visto dificultado por el discurso formal o de procedimiento. En efecto, por procedimientos inadecuados para hacer efectiva dicha responsabilidad, en numerosos casos el trabajador no puede ejercer sus derechos.


Con la ley Nº 19.250, se avanzó en dos sentidos. En primer término, porque se estableció que el trabajador, al entablar la demanda contra el contratista o subcontratista, podía también solicitar que se notificara al dueño de la obra, empresa o faena.


Además -y esto tal vez es lo más importante de la modificación que se introdujo con esa ley-, se dispuso que la notificación al dueño de la obra, empresa o faena, interrumpía la prescripción. En consecuencia, el plazo que el trabajador tiene para demandar al dueño de la obra, empresa o faena, no rige mientras no se haya resuelto la acción que directamente entabló contra el contratista o subcontratista, porque la responsabilidad subsidiaria se hace valer cuando el deudor principal no cumpla. En eso consiste la subsidiariedad. Pero, como en el derecho del trabajo los plazos, por lo general, son cortos, ocurría que antes de terminar las acciones entabladas contra contratistas y subcontratistas, transcurría el término de prescripción para hacer efectiva la responsabilidad subsidiaria del dueño de la empresa, obra o faena. 


Fue muy importante, entonces, la modificación de la ley Nº 19.250, porque al notificar al dueño de la obra la demanda entablada contra el contratista, se produce el efecto jurídico de suspender la prescripción.


Sin embargo, no todos los problemas de los trabajadores de contratistas y subcontratistas se han solucionado mediante esta modificación legal que, si bien constituyó un importante progreso, no resolvió todas las dificultades que enfrentan, sobre todo cuando los responsables directos carecen de la solvencia económica suficiente para dar cumplimiento a las exigencias de la ley.


El proyecto pretende asegurar los derechos de los trabajadores ante estados de insolvencia del contratista o subcontratista, porque aun con las modificaciones de la ley Nº 19.250, la responsabilidad del dueño de la obra es subsidiaria, lo que significa que deben agotarse todas las acciones legales contra los directamente responsables, para accionar en contra del subsidiariamente responsable, esto es, el dueño de la obra, empresa o faena.


Este proyecto propone un mecanismo que le dé seriedad a la responsabilidad subsidiaria del dueño de la obra o faena, y para tal efecto, recurre a la figura civil de la fianza.


Los artículos de esta iniciativa disponen que, sin perjuicio de la responsabilidad subsidiaria establecida, “el dueño de la obra, empresa o faena será considerado fiador de las remuneraciones periódicas pactadas individual o colectivamente, el feriado anual, las cotizaciones previsionales y las indemnizaciones legales que afecten a los contratistas en favor de los trabajadores de éstos. De la misma forma responderá respecto de las obligaciones de igual naturaleza que afecten a los subcontratistas cuando no pudiere hacerse efectiva la responsabilidad a que se refiere el inciso siguiente.


“En los mismos términos, el contratista será considerado fiador de las remuneraciones periódicas pactadas individual o colectivamente, el feriado anual, las cotizaciones previsionales y las indemnizaciones legales que afecten a sus subcontratistas, en favor de los trabajadores de éstos.”


Se mantiene la norma que ha estado vigente durante todos estos años, que dice: “En los casos de construcción de edificios por un precio único prefijado, no procederá esta fianza cuando el que encargue la obra sea una persona natural.”


¿Cuál es la diferencia entre el proyecto y la legislación vigente? Desde luego, la responsabilidad es la misma. La propuesta no significa aumentarla, pues sigue siendo subsidiaria, pero el dueño de la obra o faena, con el objeto de liberarse de responder de las obligaciones del contratista o subcontratista cuando es demandado para ello, puede recurrir al beneficio de exclusión, en virtud del cual el fiador tiene el derecho a solicitar que la acción se dirija primero contra el deudor principal; pero, para hacerlo, deberá fijar los bienes en los cuales pueden hacerse efectivos los derechos del demandante.


En consecuencia, el cambio significa que es necesario que exista en el dueño de la obra o faena, especial preocupación en cuanto a la solvencia del contratista o subcontratista que trabaja para él, porque si no cumplen sus obligaciones laborales y es demandada su responsabilidad subsidiaria, puede exigir que primero se demande al deudor principal; pero, para ello, deberá señalar los bienes del contratista o subcontratista en que esos derechos puedan hacerse efectivos.


El proyecto ha generado debate, en el pasado -cuando estaba concebido en términos más drásticos-, y en el presente.


Por eso, lo que debemos precisar en el informe es el alcance del proyecto: qué pretende, hacia dónde se dirige y cuáles son los efectos jurídicos precisos -que ya he señalado- que se derivan de la aplicación de las normas propuestas.


Reitero: el proyecto no altera la responsabilidad del dueño de la obra, faena o empresa que ocupa los servicios de contratistas y subcontratistas. La responsabilidad sigue siendo subsidiaria, esto es, opera en defecto de la del deudor principal. Pero, con el objeto de que lo establecido en la ley no sea letra muerta, de que realmente pueda hacerse efectiva esa responsabilidad subsidiaria, es necesario disponer de los mecanismos pertinentes.


Si se examina el comportamiento de muchos contratistas, la experiencia nos dice que los instrumentos contemplados hasta ahora no han sido los adecuados. Gran parte de las infracciones a la legislación laboral se centra en las empresas contratistas y subcontratistas. Ello indica claramente que los mecanismos procesales no han operado. Con este proyecto queremos establecer los mecanismos procesales adecuados, de manera que el trabajador tenga, efectivamente, la posibilidad de hacer efectivos sus derechos.


La Comisión conoció la opinión del Ministerio del Trabajo, que se mostró conforme con la iniciativa. 


El proyecto no contiene disposiciones que revistan el carácter de normas orgánicas constitucionales ni de quórum calificado, y por las razones señaladas en el informe elaborado por la Secretaría de la Comisión de Trabajo y por los antecedentes expuestos, la Comisión recomienda su aprobación y, con ello, resolver un serio problema que afecta a una enorme cantidad de trabajadores chilenos.


He dicho.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Paya.


El señor PAYA.- Señor Presidente, en relación con la indicación en debate, que sustituyó el proyecto original, pues resultaba sumamente discutible, nos parece importante hacer ver, para entender su alcance práctico, que al dueño de una obra no le es indiferente que sus contratistas o los subcontratistas de éstos cumplan o no sus obligaciones con los trabajadores, ya que, a la larga, el juicio se transforma en una dificultad para él. El problema radica en que el trabajador no cuenta con la responsabilidad económica del dueño de la obra como garantía de que sus derechos serán respetados, sino después de un juicio eterno, carísimo, y que, tratándose de obreros, de gente modesta, constituye un paliativo que llega muy tarde y que, probablemente, no se pueda considerar como una garantía de verdad. Éstos son los dos elementos fundamentales para explicar nuestra posición.


Si bien es cierto que al dueño de la obra no le es indiferente que los contratistas y subcontratistas cumplan las obligaciones, porque al final el juicio lo afectará si éstos no pagan, el trabajador tampoco se siente protegido por el hecho de que el dueño de la obra sea responsable ulteriormente.


A nuestro juicio, el proyecto contiene dos ideas centrales, absolutamente separables. La primera no nos parece conveniente, por razones que enunciaré; la segunda sí, pues permite solucionar el problema de fondo que encara la moción.


Nos parece que sería muy conveniente otorgar al dueño de la obra la facultad de condicionar los pagos al contratista a que éste acredite el cumplimiento oportuno y completo de sus obligaciones en lo que se refiere a pagar los sueldos, a enterar las cotizaciones previsionales, etcétera. En caso de que el contratista no esté cumpliendo con sus obligaciones, autorizaríamos al dueño de la obra para retener esas cantidades.


Creemos que la norma propuesta en el artículo 64 B es suficiente para conseguir el objetivo de los autores del proyecto, puesto que, como dije antes, al dueño de la obra hoy no le resulta gratis que sus contratistas no cumplan las obligaciones laborales y previsionales porque, si en ese juicio, después de ocho meses, un año o un año y medio no se obtiene el pago, igual se podrá accionar en su contra. 


Al facultar al dueño de la obra para condicionar los pagos a que el contratista cumpla esas obligaciones -de algún modo va a fiscalizar que las cumpla-, se le otorga una herramienta para evitar juicios en su contra que implican problemas y costos. 


De aprobarse el artículo 64 B, el dueño de la obra tendrá un incentivo y una herramienta legal para asegurarse de que se pague oportunamente a los trabajadores, que es lo que nos preocupa. Como digo, la segunda idea contenida en el proyecto es suficiente. 


Nos parece que la del artículo 64 A –trans-formar en fiador al dueño de la obra respecto del contratista y a éste respecto del subcontratista- es innecesaria, puesto que el objetivo del proyecto se satisface con la norma del 64 B. Si fuera innecesaria e inocua, no importaría tanto aprobarla, pero, además, y éste es el punto, tiene un costo, aunque marginal: encarece la contratación; es decir, tiene un impacto financiero en la empresa, pues a la hora de solicitar un crédito, aparece como fiadora de una cantidad de obligaciones que antes no asumía. No quiero dramatizar sobre el impacto negativo que tendría aprobar la norma que transforma en fiadores a los dueños de la obra. A nuestro juicio es innecesaria, puesto que, como he dicho, al facultarlos para fiscalizar que el contratista o el subcontratista cumplan oportunamente sus obligaciones con los trabajadores, se logra el objetivo de los autores del proyecto: proteger debidamente a los trabajadores que se desempeñan en empresas contratistas o subcontratistas.


Por eso, vamos a solicitar votación separada, para apoyar el artículo 64 B y rechazar el artículo 64 A, por considerarlo innecesario y, en alguna medida, perjudicial. 


He dicho.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Fantuzzi.


El señor FANTUZZI.- Señor Presidente, como señalaba el Diputado informante, esta iniciativa se viene discutiendo desde hace tiempo. Durante el período pasado, por razones de diferente índole, que aconsejaron no transformar una obligación subsidiaria en una solidaria, se llegó a un acuerdo que derivó en su redacción actual.


Entre otras, a mi juicio, la razón de mayor trascendencia, radica en que si existe un fiador solidario, el contratista tendrá poco interés en defenderse como corresponde en el juicio, porque habrá detrás alguien que responderá en caso de que lo pierda.


Reconocemos la actitud del Gobierno en ese sentido, y hemos tratado por varias semanas o meses de buscar alguna redacción que corrigiera lo que hoy está sucediendo -hecho que señaló el Diputado informante-, en cuanto al atraso en el pago de las remuneraciones y de otros beneficios de los trabajadores y a la caducación de las demandas respectivas.


Sin embargo, creemos que en la normativa que hoy se discute, que agrega como fiador al dueño de la obra, hay una connotación económica, pues, de acuerdo con las normas contables, un fiador tiene que anotar en sus cuentas de orden por qué cosa está respondiendo. Por lo tanto, este término no hace fácil la aplicación de esta disposición. Reconozco que, junto al Gobierno, hemos tratado de buscar otra palabra que ayude a solucionar el problema, por cuanto creemos que ésta no es la correcta.


Daré otra explicación práctica. Hoy existe, como en todas las partes del mundo que se han ido modernizando, el sistema de contratistas. Los más habituales -los vemos a cada momento- son quienes cumplen servicios o efectúan labores de vigilancia en empresas o lugares públicos. La rotación de esos trabajadores, especialmente de los que desempeñan esas funciones, se debe a motivos estratégicos y para que no entren en relaciones de amistad y dejen de vigilar. Al contratar una empresa externa, hay mejor vigilancia y menos amistad, pero para lograr eso debe rotarse al personal. Entonces, ¿cómo sabrá el dueño de la empresa, que se considera fiador, qué parte de la indemnización de un trabajador se ha dejado de pagar si ha laborado un par de semanas o meses con un empleador y los siguientes con otro? Por lo tanto, me parece que no funcionará esta modalidad en la práctica, pues no hay forma de controlar la rotación, sobre todo en labores de vigilancia.


Por eso, sin dejar de reconocer la voluntad del Gobierno para solucionar el problema, consideramos que la propuesta no es satisfactoria, por lo cual vamos a votar en contra de la iniciativa. No obstante, estamos llanos a seguir en la búsqueda de fórmulas de acuerdo.


He dicho.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Juan Pablo Letelier.


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, la discusión de la institución de los contratistas y de su funcionamiento es antigua en esta Corporación. Recuerdo que con ocasión de las reformas laborales impulsadas durante el Gobierno del ex Presidente Aylwin debatimos el tema con bastante entusiasmo.


Sin entrar a debatir si esta institución es propia de la modernización, como creen algunos, o bien parte de una estrategia que tiende a desarticular la capacidad de organización de los trabajadores, o una forma de dificultar que éstos puedan mejorar sus condiciones de trabajo, lo cierto es que, en algunos sectores más que en otros, el sistema no funciona o, más bien, su funcionamiento constituye un abuso continuo en contra de los derechos de los trabajadores.


Hay diferentes realidades, por lo que es muy difícil generalizar. Una dimensión es la de los contratistas en ciertos sectores de servicios en grandes empresas ya establecidas, como los de alimentación, y otra es la situación de los contratistas en las faenas mineras, donde las irregularidades que uno nota, en ocasiones, son muy severas en materia de seguridad laboral y en el cumplimiento de ciertos requisitos de parte de la empresa. Pero, sin lugar a dudas, el ámbito donde se produce mayor abuso es en el agrícola, donde decenas de miles de mujeres, en su mayoría, y de hombres trabajan en empresas contratistas, para realizar labores de poda, de amarra de parra o de cosecha. En este sector, contrariamente a lo que señaló el Diputado señor Paya, es donde más se nota la conveniencia de hacer mayores exigencias a los dueños de las faenas y de las obras respecto de sus trabajadores. La aparente distancia que se establece normalmente entre los contratistas y los empleadores deja en absoluta indefensión a miles de mujeres y de hombres, lo que se traduce en que no sólo no les pagan sus sueldos, sino también sus indemnizaciones. El vacío legal aún existente en materia previsional en relación con cientos de hombres y de mujeres temporeros -quiero recalcar que se trata, sobre todo, de mujeres-, hace que ya no les importe la cuestión previsional, porque ese sistema en nuestro país, en particular el de las aefepés, es un robo y una estafa para los trabajadores, a quienes les da igual que les impongan o no, porque, a la larga, el Estado tiene que hacerse cargo de la realidad previsional de estas decenas de miles de mujeres; pero lo que no ocurre es que alguien se haga cargo del pago de sus sueldos. 


En la comuna de Graneros, en la Sexta Región -probablemente una de las más grandes productoras de manzanas y de otros productos frutícolas de exportación, donde más del 80 por ciento de la población son trabajadores temporeros, mujeres en su gran mayoría, hay cinco contratistas conocidos y una decena de desconocidos, que no asumen ninguna responsabilidad con esa comunidad y, en última instancia, ante los tribunales, a tal punto que muchas veces no les pagan los 160 mil pesos que ganan sus trabajadores temporeros en el verano, monto que les permite en estos meses “azules”, comer, es decir, en el invierno, cuando no tienen trabajo, y les obligan a pasar hambre.


El Diputado señor Gajardo, junto con el ex Diputado señor Olivares, la ex Diputada señora Adriana Muñoz y otros, hemos planteado insistentemente la necesidad de reformular la relación y la responsabilidad del dueño de una obra o faena con los trabajadores. Este proyecto pretende garantizar, en dos ámbitos, que el dueño de la obra se haga responsable de sus contratistas. Si ellos son malos, esperamos que los dueños de las obras no hagan trato con ellos; si los contratistas son buenos y responsables, no hay problemas. Lo que sucede es que muchos empresarios y agricultores contratan servicios de personas que, literalmente, son bandidos, sinvergüenzas, que se aprovechan de las necesidades de gran número de familias trabajadoras, y después no se hacen responsables de los problemas que provocan esos contratistas.


Por ello, es extraordinariamente conveniente que un agricultor, dueño de 200 hectáreas de uva de exportación de primera calidad, se preocupe de quien hace tratos para conseguir esos cientos de trabajadores que necesita para la cosecha. Si su producción es importante y valiosa, sin duda es más valioso el trabajo de quienes cosechan esa fruta, por lo que el dueño del predio tiene la responsabilidad de asegurarles el pago de sus sueldos e imposiciones, así como garantizar sus derechos laborales.


La realidad actual es que el empresario, el dueño de la obra, se desentiende; no le importa ni se responsabiliza de lo que hacen los contratistas y subcontratistas.


En Graneros existe el caso famoso de un tal “Guitarra”, apodado de esa manera porque anda con cuentos, y canta y canta que va a pagar a sus trabajadores, pero nunca lo hace.


Como hay tanta necesidad en ciertos sectores, en particular en las zonas rurales, debe obligarse a los empresarios contratistas a actuar en forma responsable. Y la única forma de hacerlo en el ámbito agrícola -en otros sectores puede ser distinto y quizás el colega Fantuzzi tiene alguna razón en materia de los guardias de seguridad; no lo sé- es que los dueños de fundos y de predios se responsabilicen de los contratistas. Si eso requiere que se constituyan en fiadores de los sueldos 
-igual deben pagarlos, porque no se les está pidiendo nada nuevo, sino asegurar que los contratistas cumplirán con esa obligación-, creo que es lo mínimo que debemos garantizar. De otra forma, lo único que lograremos 
-y pido disculpas por el lenguaje poco docto- es que se siga aplicando la “ley del embudo” a los trabajadores y a los pequeños agricultores, en particular a los temporeros, la mayoría de los cuales son mujeres, quienes trabajan todo el verano en condiciones dramáticas para que ciertos contratistas engorden a su costa, no pagándoles lo que les corresponde, en lo que, sin duda, los dueños de la obra no pueden hacerse los desentendidos.


Si hay buenos contratistas, si este sistema, como dice el colega Fantuzzi, es parte de la modernidad, hay que exigir a quien contrate los servicios que se haga responsable. Lo mínimo es que sean considerados fiadores de las remuneraciones periódicas, pactadas individual o colectivamente, del feriado anual, de las cotizaciones previsionales y de las indemnizaciones legales que afecten a los contratistas.


El proyecto original era muchísimo más ambicioso. Éste no hace sino establecer un equilibrio menor de aquel que el país requiere.


Pido a los colegas de la Oposición que me antecedieron en el uso de la palabra y que consideran que esta iniciativa no es conveniente, que confiemos en que los buenos empresarios cumplirán las leyes; a los malos habrá que sacarlos del mercado si no son capaces de pagar a los trabajadores.


He dicho.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Seguel.


El señor SEGUEL.- Señor Presidente, como bien lo explicaba el Diputado informante, el proyecto original, que es bastante antiguo y fue presentado en el Congreso hace casi cinco años, planteaba el cambio de la responsabilidad subsidiaria por la solidaria. No fue posible conseguir esa modificación, por lo que hemos tenido que allanarnos a otras enmiendas sobre este tema en particular.


En el nuevo artículo 64-A del Código del Trabajo, pretendemos crear la figura del fiador, en este caso del dueño de la obra, empresa o faena, mientras que en el 64-B se establece que dicho fiador tendrá acceso a la información de los contratistas o subcontratistas en relación con las remuneraciones, feriado anual, cotizaciones previsionales e indemnizaciones legales de los trabajadores.


Llama la atención que uno de los parlamentarios dijera que su partido votará a favor del artículo 64-B, pero no del 64-A. Es una situación rara, porque este último da un reconocimiento al principal de la empresa y el 64-B otorga atribuciones. ¡Qué sacamos con dar sólo atribuciones y no reconocimiento! Por eso, me parece que la situación planteada por el Diputado señor Paya no corresponde a la discusión real del proyecto en cuestión. Creemos que primero hay que dar el reconocimiento y, luego, las atribuciones.


También se habló de un impacto económico negativo que se provocará en las empresas. No entiendo a qué se refiere ese impacto, cuando ni siquiera se citaron cifras ni se dijo a quién afectará.


Me preocupa cuando se lanza prácticamente al voleo una situación de impacto económico en los proyectos laborales, y nunca se habla de cifras, de cantidades, ni de quiénes resultarán afectados. Desconozco ese hecho porque el empleador principal siempre deberá pagar lo que ha estipulado con el contratista o subcontratista. Por lo tanto, no existe ni existirá ningún impacto económico negativo para el principal. Sí habrá un impacto económico positivo para el trabajador, porque el fiador estará preocupado de que el contratista o el subcontratista pague las remuneraciones e imposiciones acordadas.


Asimismo, llama la atención la gran preocupación de un grupo de parlamentarios por el tema previsional, los cuales han acusado permanentemente al INP de no entregar a los trabajadores, cuando corresponde, el dinero que cada uno tiene ahorrado por concepto de previsión social. Para que el trabajador pueda acceder a una buena jubilación y contar con todo ese dinero ahorrado en el INP o en las AFP, el empleador, en primer lugar, debe pagar lo que le descuenta. No nos vayamos a encontrar en un futuro cercano con un sinnúmero de trabajadores -como bien decía el Diputado señor Juan Pablo Letelier- que al acceder a la jubilación, se encuentren con una cantidad innumerable de lagunas previsionales porque el contratista o subcontratista no pagó las cotizaciones que descontó oportunamente.


Estamos creando la figura del fiador del principal, del dueño de la empresa, obra o faena, para que esté preocupado permanentemente de que su contratista o subcontratista pague las obligaciones laborales y previsionales. No sacamos nada con seguir con esta discusión estéril, unos culpando al gobierno de que no paga buenas jubilaciones y nosotros de que los empresarios no pagan las imposiciones.


Para solucionar de raíz este problema, debe crearse la figura del fiador, el cual debe ser el dueño de la empresa, el principal.


El país, con toda seguridad en los próximos días, firmará el tratado del Mercosur y, obviamente, una de las cláusulas especiales que acordará será la relativa a la seguridad social de los trabajadores involucrados en esa negociación. Muy feo sería para el país y para el grupo de empresarios que han acompañado a Su Excelencia el Presidente de la República en sus viajes por América del Sur, a fin de tratar la incorporación de Chile al Mercosur, si uno de los grandes empresarios nacionales, ya consolidado económicamente, tiene contratistas o subcontratistas que no podrán ser parte de ese convenio porque no cumplen con las obligaciones previsionales respecto de sus trabajadores. Ésa es una razón que en el futuro tendrá mucho peso. Hoy, algunos parlamentarios no la han considerado porque creen que el acuerdo con el Mercosur no contendrá cláusulas especiales que favorezcan la previsión o el pago de las remuneraciones de los trabajadores. Estoy convencido -tengo la firme seguridad- de que existirán esas cláusulas para los trabajadores. Y que mejor que hoy, en que se ha presentado este proyecto, el Congreso Nacional se anticipe a la firma de una cláusula sobre la cual podamos ser pioneros, en el sentido de que los trabajadores chilenos tendrán al día sus cotizaciones, sus remuneraciones y que se les otorgarán los feriados pactados.


Llama la atención que no quieran comprender algo que se da por hecho. Como muy bien lo dijo el Diputado señor Ángel Fantuzzi, si un empresario es bueno -hay muchos-, ¿qué miedo puede tener de ser fiador del subcontratista o del contratista? ¿De qué se va a preocupar? Si es un buen empresario, debería preocuparse también de tener buenos contratistas y subcontratistas, y de revisar las planillas para comprobar si han pagado las obligaciones previsionales, de salud, el feriado anual y las vacaciones; es decir, si han cumplido con todas las estipulaciones del contrato colectivo.


La cláusula del fiador, que planteamos y respaldamos, es justamente para aquellos malos empresarios -como decía el Diputado señor Juan Pablo Letelier-, para aquellos frescos que descuentan las cotizaciones previsionales y se las guardan en el bolsillo, a fin de aumentar su riqueza y empobrecer a sus trabajadores, quienes resultarán perjudicados cuando vayan a jubilar. Estas disposiciones atacan directamente a quienes roban a los trabajadores su dinero para la previsión, las vacaciones y la salud.


¿Por qué nos vamos a oponer a respaldar a los buenos empresarios que, junto con sus trabajadores, hacen el gran esfuerzo para que el país crezca? ¿Por qué, con nuestros votos negativos, vamos a permitir la sinvengüenzura de algunos pocos? ¿Acaso todos los parlamentarios no criticamos permanentemente la actitud y soberbia de un grupo de empresarios que no pagan las cotizaciones previsionales? ¿Por qué, con nuestros votos, vamos a seguir permitiendo esta situación? ¿Por qué no defendemos a los buenos empresarios del país, que son muchos, y atacamos de raíz a los malos que se roban los recursos de los trabajadores?


Con ello reafirmaremos la conducta que planteó el Presidente de la República, en cuanto a hacer un buen trato con el Mercosur. Reitero que no me cabe la menor duda de que ese acuerdo considera cláusulas especiales. Por eso, debemos continuar defendiendo a los buenos empresarios que cumplen con sus obligaciones, y atacar de raíz a los malos que están esperando un perdonazo del Congreso Nacional en relación con imposiciones que no han pagado durante años. El Congreso Nacional no debe hacerse parte de una especie de perdonazo económico en beneficio de los sinvergüenzas y en desmedro de trabajadores chilenos. No queremos seguir teniendo jubilaciones bajas, mínimas, o empleados que, después de trabajar toda la vida, terminan siendo mendigos de sus familiares o de sus amigos. Ellos deben recibir sus jubilaciones en el momento que corresponda, de acuerdo con el tiempo trabajado y con las imposiciones que son platas de sus propios recursos, y de las que un grupo de sinvergüenzas se apropió.


Por esas razones, y por todas las que explicó muy detalladamente el Diputado informante, la bancada de la Democracia Cristiana votará favorablemente el proyecto de ley. Esperamos, sinceramente, que los Diputados que se van a abstener o van a votar en contra del artículo 64 A, recapaciten, porque es necesario crear la figura del fiador para que revise las planillas de los subcontratistas y contratistas que el empresario ha contratado para realizar algún trabajo.


He dicho.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, se ha hablado de los trabajos agrícolas, de los sinvergüenzas, de todas esas cosas que se acostumbra decir en los discursos de la Cámara de Diputados.


Si analizamos el proyecto de ley, veremos que se refiere a tres aspectos: primero, la solvencia del contratista o del subcontratista; segundo, los efectos jurídicos que causan, y tercero, el control del pago de los feriados anuales, las cotizaciones previsionales y las indemnizaciones legales. Ése es el fondo. Lo demás son palabras para quedar bien ante alguno que esté mirando, pero que no conducen al fondo del problema.


En verdad, nadie en la Sala estaría en desacuerdo con que se cumplan los feriados, las indemnizaciones y las cotizaciones de los trabajadores. Pero, ¿qué pasa? La solvencia del contratista o subcontratista la dará el hecho de cómo negocie el contrato que celebrará con el dueño de la faena en cuestión.


¿Qué podría hacer el dueño? Transformarse en un inspector del trabajo para que se cumpla con todo. Es decir, deberá llamar al contratista o subcontratista y exigirle las boletas de pago de las obligaciones laborales y previsionales y, en seguida, girar el cheque para que pague a sus trabajadores. Otra posibilidad es que los trabajadores hagan una cola, que el dueño de la faena ponga a uno de sus empleados para que les pague y que él mismo mande a enterar las cotizaciones. En el fondo, el contratista y el subcontratista se transformarían en los recolectores de la fruta, en quienes hacen la obra, y nada más, porque no tendrían ninguna incidencia sobre los trabajadores que están controlando, y tampoco podrían exigir mayor efectividad para que ese contrato se cumpla a cabalidad.


Entonces, seamos honestos. ¿Qué queremos? Que se paguen los feriados, las indemnizaciones y las cotizaciones. Ése es el fondo del problema. No hay otro y nadie en esta Sala está en desacuerdo con ello. Estamos disconformes con el procedimiento que se propone, porque si el empresario es fiador y le paga al contratista o subcontratista la totalidad de la obra, éste no tendrá ningún interés en cumplir lo que la ley exige, por cuanto sabe que detrás tiene un fiador, un respaldo.


Entonces, lejos de fomentar al buen contratista o subcontratista, estamos incentivando al pillo, porque, con esa teoría, el “gallo” sabe que siempre pagará el dueño de la faena. O sea, le quitamos todas sus responsabilidades y se las traspasamos al dueño. En consecuencia, el dueño, que contrata a un contratista o subcontratista debiera retener los fondos para pagar las imposiciones, feriados legales y todo lo que la ley exige. Ésa sería la manera de solucionar el problema.


Pero, ¡por favor!, hasta cuándo vamos a pronunciar discurso sacándonos los ojos, tratando de sinvergüenzas a unos, de desgraciados a otros, en circunstancias de que los trabajadores todavía no ven que se les pagan sus imposiciones, ni sus feriados, ni todo por lo que están peleando.


Entonces, este proyecto de ley no conduce a nada. No produce ningún efecto práctico, porque, de acuerdo con el Código del Trabajo vigente, el dueño es codeudor y tiene la obligación de pagar y de asumir la responsabilidad. Lo único que cambia -como lo dijo el Diputado informante- es el efecto jurídico. A mi juicio, ése es el único aspecto relevante del proyecto. Lo digo con mucho conocimiento de causa, porque la materia se está tratando desde el período pasado; se revisó ampliamente con el Ministro del Trabajo de la época, don René Cortázar, no se llegó a acuerdo, y se cambió la iniciativa en los términos en que está ahora.


Por lo tanto, para que asuman de una vez por todas los contratistas y subcontratistas la responsabilidad que les corresponde -¿por qué no hacer un registro de ellos para ver quiénes cumplen y suprimir del registro a los que no lo hacen, para que no puedan ingresar en ninguna empresa?- me quedo con el proyecto tal como está en este momento.


Con el objeto de no fomentar más la irresponsabilidad de la gente que se aprovecha de los trabajadores, voy a votarlo en contra, porque creo que los dueños de las faenas se transformarán en inspectores del trabajo y no permitirán que esa gente asuma la responsabilidad que le asigna la ley.


He dicho.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado Nelson Ávila.


El señor ÁVILA.- Señor Presidente, no cabe duda de que la figura de los contratistas y subcontratistas es una expresión de la modernidad. El problema es que se han constituido, en la práctica, en un beneficio para los empresarios y en un verdadero azote para los trabajadores.


Particularmente -como se ha destacado-, en el ámbito agrícola esta práctica se ha prestado para toda clase de abusos. Desde luego, ha contribuido fuertemente a la precariedad del empleo y, ciertamente, ha debilitado los derechos de los trabajadores.


Entonces, quienes realmente se muestran empeñados en contribuir al éxito del modelo económico en el que estamos inmersos, deberían ser los más fervientes partidarios de superar las falencias que éste presenta en el orden social. 


En la actuación que tienen los contratistas y subcontratistas respecto de los trabajadores, se expresa una de las mayores injusticias que observamos en el campo laboral.


De hecho, continuamente se reclama de que los contratistas, cuando descuentan a los trabajadores sus aportes para el sistema de previsión, no enteran esos recursos en las instituciones correspondientes. Se produce un fraude que repercute de manera grave en los afectados, por cuanto interrumpe su continuidad previsional.


Quiero retomar la idea del Diputado señor René Manuel García de crear un registro de contratistas. Me parece buena, por cuanto los propios empresarios podrían chequear su grado de conocimiento técnico y, al mismo tiempo, evaluar -a lo largo de la trayectoria del contratista respectivo- el cumplimiento de sus obligaciones en el campo social y laboral.


Podríamos madurar y perfeccionar la idea desde el punto de vista de su funcionamiento. Por lo demás, algunos colegas intentamos configurarla para, posteriormente, presentarla al conocimiento de la Corporación. 


El proyecto es un paso mínimo o un avance precario en función del mejoramiento de la situación social de muchos trabajadores chilenos. Sin embargo, el Partido por la Democracia lo apoyará, por cuanto es positivo respecto de lo que se vive.


He dicho.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Ha terminado el Orden del Día.


Están inscritos los Diputados señores Elgueta y Navarro.


¿Habría acuerdo para insertar sus discursos?


Acordado.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En votación la idea de legislar sobre el proyecto.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 46 votos; por la negativa, 14 votos. Hubo 4 abstenciones.


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Aprobada.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Arancibia, Ascencio, Ávila, Aylwin (don Andrés), Aylwin (doña Mariana), Balbontín, Cornejo, De la Maza, Dupré, Elgueta, Elizalde, Estévez, Fuentealba, Gajardo, González, Gutiérrez, Hamuy, Hernández, Huenchumilla, Letelier (don Juan Pablo), Makluf, Martínez (don Gutenberg), Montes, Muñoz, Naranjo, Navarro, Ojeda, Ortiz, Pérez (don Aníbal), Pizarro, Pollarolo (doña Fanny), Reyes, Salas, Schaulsohn, Seguel, Silva, Sota, Tohá, Tuma, Valenzuela, Venegas, Viera-Gallo, Villegas, Villouta y Zambrano.


-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

Bayo, Cardemil, Cristi (doña María Angélica), Errázuriz, Fantuzzi, García (don René Manuel), Jürgensen, Kuschel, Munizaga, Prochelle (doña Marina), Prokuriça, Taladriz, Vega y Vilches.


-Se abstuvieron los Diputados señores:

Alvarado, Melero, Moreira y Paya.

VIII. PROYECTOS DE ACUERDO
FACULTADES DE LA COMISIÓN ADMINISTRADORA DEL MERCOSUR (Continua-ción).


El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Corresponde seguir ocupándose del proyecto de acuerdo Nº 441, referido al Mercosur.


Quedan cinco minutos para hablar en contra.


Tiene la palabra el Diputado señor Viera-Gallo.


El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, este proyecto contiene tres recomendaciones. La primera es tan redundante, que aparece como algo completamente fuera de lugar. Se pide al Presidente de la República que someta a conocimiento de la Cámara de Diputados y del Senado las materias de la Comisión del Mercosur propias de ley. Esto es tan obvio, que desde ningún punto de vista el Presidente de la República podría saltarse ese trámite o dar por aprobadas materias propias de ley. 


En tal sentido, recomiendo a los autores del proyecto que reduzcan las recomendaciones sólo a las dos últimas. La primera es tan obvia como que llueve de arriba para abajo o sale el sol. Son cosas propias de la naturaleza.


He dicho.


El señor HUENCHUMILLA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Renán Fuentealba.


El señor FUENTEALBA.- Señor Presidente, coincido con el Diputado señor Viera-Gallo en que la primera solicitud que se formula al Presidente de la República es totalmente improcedente. 


La reglamentación de la comisión administradora está sujeta a lo que acuerden los países que suscriben el tratado del Mercosur.


En segundo lugar, la Cámara no necesita establecer sus facultades fiscalizadoras en el acuerdo con el Mercosur. Podrá ejercerlas plenamente a través de los conductos regulares, con el Ministerio de Relaciones Exteriores, el cual debe velar para que los intereses del país se resguarden en la debida forma.


Por esa razón, me opongo al proyecto de acuerdo.


He dicho.


El señor HUENCHUMILLA (Vicepresidente).- En votación el proyecto de acuerdo. 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 11 votos; por la negativa, 33 votos. No hubo abstenciones.


El señor HUENCHUMILLA (Vicepresidente).- Rechazado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Dupré, Ferrada, García (don René Manuel), Hurtado, Jürgensen, Kuschel, Munizaga, Ojeda, Prochelle (doña Marina), Taladriz y Vilches.


-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Ascencio, Aylwin (don Andrés), Aylwin (doña Mariana), Balbontín, Cornejo, Elgueta, Elizalde, Fuentealba, Gajardo, Girardi, González, Hernández, Huenchumilla, Jara, Jocelyn-Holt, Latorre, Letelier (don Juan Pablo), Morales, Muñoz, Navarro, Ortiz, Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pérez (don Aníbal), Pizarro, Reyes, Rocha, Seguel, Silva, Tuma, Villegas y Zambrano.

IX. INCIDENTES

ACTUACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DE ENACAR DURANTE EL ÚLTIMO CONFLICTO LABORAL. Oficio.


El señor HUENCHUMILLA (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité del Partido Demócrata Cristiano.


Tiene la palabra el Diputado señor Edmundo Salas.


El señor SALAS.- Señor Presidente, voy a dar lectura a las partes más importantes de un documento, jurídico-técnico, del cual voy a pedir que se remita copia al Consejo de Defensa del Estado. Por lo tanto, solicito que se inserte en la versión su texto completo, ya que, por su extensión, es difícil que me alcance el tiempo para leerlo en su totalidad.


El señor HUENCHUMILLA (Vicepresidente).- Como Su Señoría va a ocupar todo el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, es probable que alcance. Luego veremos si es preciso pedir el asentimiento de la Sala para insertarlo in extenso.


El señor SALAS.- Señor Presidente, Lota es una herida abierta en el corazón de Chile. Cruzada por altos índices de cesantía y pobreza, agrega a su agonía los recurrentes conflictos sociales de la Empresa Nacional del Carbón. No me referiré a todas las veces que en medio de protestas y huelgas los mineros han clamado por la ayuda económica que impida el cierre de su fuente de trabajo. Hacer esta historia es reeditar las más oscuras páginas de la ineficiencia estatal en la solución de problemas sociales apremiantes, pero también es hablar de despilfarro económico e irresponsabilidad administrativa. Ni los intentos de reconversión han sido eficaces para poner término a la marginalidad social de múltiples familias que, cada día, ven alejarse las posibilidades de superación, mientras los verdaderos culpables de la ineficiencia continúan en sus puestos, sin que hasta ahora se haya hecho valer responsabilidad alguna por sus actos, plagados de yerros, que lindan con la temeridad. 


Cuando todavía no se apagan los ecos del último conflicto, quiero referirme en este hemiciclo a algunos aspectos que marcan abismantes diferencias entre la movilización concluida a fines del pasado julio y otras anteriores. Probablemente, en este análisis, podamos hacer luz sobre un conjunto de circunstancias ignoradas por la opinión pública y que reclaman deslindar responsabilidades para que, de una vez por todas, se ponga término a la gran estafa que se ha fraguado y materializado a costa de la necesidad laboral de muchos hermanos chilenos.


Hasta el día de hoy me pregunto ¿qué sentido común aplicaron quienes el 17 de mayo pasado notificaron el despido de un centenar de trabajadores, a pocos días de la visita a la zona del señor Presidente de la República? Se podrá argumentar que la Empresa Nacional del Carbón no se rige por criterios políticos, pero en la vida existen virtudes como la prudencia, que iluminan hasta al más irreflexivo de los hombres, cuando sus actos pueden tener consecuencias lamentables para sí mismo y para terceros.


El drama social provocado por la exoneración masiva, junto con ser una medida violenta y devastadora para la zona, necesariamente iba a afectar al poder político, como efectivamente ocurrió, porque las imágenes de trabajadores ayunando en la parroquia de Lota o de niños marchando por la Alameda, sólo podían volverse contra la autoridad y el Gobierno que, estoy cierto, endereza sus actos precisamente en la dirección contraria a una administración caracterizada por la improvisación, el oportunismo y la descalificación de los trabajadores.


Pero la forma y oportunidad del despido no es el único elemento diferenciador de otros conflictos. La opinión pública ignora que durante la paralización, el directorio de la Enacar tomó medidas que significaron un alto perjuicio adicional, que deberá ser pagado por todos los chilenos, detrimento económico que pudo ser perfectamente evitado con la diligencia y altura de miras que se exigen en cualquier administrador de bienes ajenos.


Una información publicada en El Mercurio de Santiago, el 27 de mayo de 1996, que contiene declaraciones del dirigente Víctor Tiznado, daba cuenta de que “La administración de la empresa determinó suspender el suministro de luz y agua, cortar los teléfonos y paralizar los ventiladores de la mina, en respuesta a la ocupación ilegal de sus instalaciones de superficie del pique Carlos Cousiño, por parte de los trabajadores”. La misma información agregaba: “Ni en tiempos del régimen militar se tomaron medidas tan extremas contra los mineros, arriesgando no sólo su fuente de trabajo, sino también su vida.” Calificaron la decisión de dejar sin ventilación el mineral como un “cuasi homicidio”, explicando que la mina no sólo se está llenando de agua -al no aceptar el personal de emergencia para el mantenimiento-, sino también de gas, lo que constituye un atentado a la integridad física de más de mil personas que permanecían en el lugar. 


“Vicente Gutiérrez, dirigente del sindicato único, explicó que, al igual que en conflictos anteriores, el 24 de mayo y por escrito, pusieron a disposición de la empresa el personal de emergencia necesario para el mantenimiento. “Ni siquiera nos contestaron, y al paralizar los ventiladores tienen la mina llena de gas, lo que podría originar una explosión con sólo caer, por causas naturales, un trozo de metal que origine una chispa. Ellos están jugando con nuestras vidas”, advirtió el dirigente.”


También aseguraron que como una demostración de interés por cuidar su fuente laboral, pidieron a personal eléctrico que continuara con el mantenimiento de los ventiladores para que al momento de ordenar la empresa que vuelvan a funcionar, estén en condiciones. “Si no hacemos esto, incluso el accionar del botón para que funcionen, puede causar una explosión que el directorio nos achacaría a nosotros”, explicó Tiznado.


O sea, más allá de sus respectivas demandas, los trabajadores advirtieron oportunamente que debían tomarse las medidas que impidieran causar daños al yacimiento, pero la administración, es decir, el directorio de la Enacar, simplemente no contestó y, muy por el contrario, adoptó las decisiones que apuntaron derechamente a la materialización de graves perjuicios. Porque suspender el suministro de luz y agua, cortar los teléfonos y paralizar los ventiladores de la mina, no era un hecho circunstancial o sin mayores consecuencias, como paso a explicar.


No desconozco las leyes laborales que disponen que en caso de huelga legal en faenas cuya paralización puede producir daños importantes en las instalaciones de la industria afectada, que van más allá de la suspensión del proceso productivo, la administración puede exigir a los sindicatos involucrados que autoricen a trabajar al personal necesario para evitar que se produzcan daños. Así ocurrió -en más de un siglo de historia- en todas y cada una de las huelgas de la Enacar.


Se me podrá decir que ésta era una paralización ilegal y en esta parte no regía el Código del Trabajo, pero resulta que los propios trabajadores previeron estos daños y ofrecieron el personal para prevenirlos. Lejos de lo anterior, la administración contestó con una medida irracional y temeraria: suspender el suministro de luz y agua, cortar los teléfonos y paralizar los ventiladores de la mina; es decir, el directorio de la Enacar tomó una medida perjudicial, por sobre el ofrecimiento de los mineros y a sabiendas de sus consecuencias negativas. Existieron faenas parciales de desagüe solamente en el pique Grande, donde las filtraciones son tan grandes que podrían llegar a inundar la mina entera. Y todo lo anterior se mantuvo igual por más de 65 días.


Una vez concluido el conflicto, antes de restablecer la ventilación, se elaboró un plan para reiniciar las faenas, que contemplaba, primero, la inspección de las galerías por personal entrenado en el uso de máscaras de oxígeno. Sin embargo, al bajar el ascensor con un carro minero vacío, éste volvió a la superficie lleno de agua. Al bajar por el pique Alberto, estaban inundadas las tres galerías de tráfico principal hasta una distancia de 800 metros, desde los piques hacia adentro. Inmediatamente un vocero de la empresa informó a la prensa que la cantidad de agua acumulada era de 100 mil metros cúbicos, volumen que, según la versión oficial, coincidía con los cálculos previstos por la administración, y agregó que la inundación no estaba en el lugar esperado. Sin embargo 
-para quienes conocemos la forma y estructura de la mina- esta explicación no resiste el menor análisis. 


Las galerías de tráfico principal del pique Carlos se inician a una profundidad de 500 metros bajo el nivel del mar y no son horizontales, sino que se van alejando con una pendiente muy suave y en ascenso, calculada para minimizar el costo del transporte de carros vacíos hacia adentro y la devolución de carros llenos hacia afuera, lo cual también facilita el desagüe de la mina.


Entonces era una cuestión lógica, que no aceptar personal de mantención, suspender el suministro de luz y agua, cortar los teléfonos y paralizar los ventiladores de la mina, provocaría que todas las filtraciones de agua desde zonas en niveles superiores a las galerías de tráfico principal, debían llegar a los piques, acumularse en las galerías de tráfico e inundar el estanque principal y la sala de bombas en el fondo del pique. Sin embargo, esta cuestión que conoce cualquier minero, fue ignorada por la administración.


Las consecuencias de la decisión irracional de no aceptar personal de mantención, suspender el suministro de luz y agua, cortar los teléfonos y paralizar los ventiladores de la mina, estaban a la vista.


Los piques de extracción se encontraron con 3,8 metros de altura de agua en el fondo de los tráficos principales, lo que significa que aproximadamente un kilómetro y medio de galerías están inundadas. Por lo tanto, en 300 metros de longitud, todo lo que está en las galerías de concreto de 8 metros de altura permanece totalmente inundado, es decir, la subestación eléctrica, material mecánico y eléctrico, bombas de desagüe, locomotoras y otros bienes. La galería interior de un kilómetro de longitud, con fortificación de madera y una altura de 3.60 metros, también está inundada. 


Para reponer la ventilación de la mina y recomenzar las faenas de explotación, es necesario sacar el agua de los piques y galerías de tráfico, lo cual haría necesaria la instalación de faenas de emergencia para las que Enacar no tiene equipos.


La empresa informó que se bombeará el agua hasta el nivel de 650 metros, donde están las galerías abandonadas hace cuatro años, hasta restablecer la estación principal de desagüe en el fondo del pique. Sólo entonces se procederá a retirar todos los equipos eléctricos que permanecen bajo el agua para repararlos, mientras se investigan las condiciones en que quedaron las labores de explotación, expuestas como estaban, a inundaciones, derrumbes y acumulación de gas.


El agua se está sacando por los piques de extracción, con un carro dentro de la jaula, vaciándola en la superficie, porque las bombas están bajo el agua. El carro tiene una capacidad de cuatro a seis toneladas, pero produce un alto costo en electricidad, derivado del trabajo del huinche y de los cables. 


En suma, es posible revertir en parte la situación en aproximadamente dos meses, luego de sacar el agua, secar y reparar la maquinaria, para comenzar a explotar en un tiempo más. Se comprenderá ahora por qué la empresa ordenó vacaciones forzadas a la mayoría del personal. 


Pero el daño patrimonial ya está hecho.


Una vez más se habla de miles de millones de pesos que deberá aprobar este Congreso para que el yacimiento pueda funcionar. En esa suma se incluirán, por cierto, los perjuicios causados no sólo por la paralización, sino también por la decisión de la administración que significó el anegamiento de piques y maquinarias, y la inmovilidad de casi la totalidad de la fuerza de trabajo, agregando nuevos detrimentos patrimoniales, de los cuales, hasta ahora, nadie se ha hecho responsable.


Pero esta situación histórica de impunidad no debe continuar, porque aquí hay culpables y es imperativo que, de una vez por todas, los causantes paguen con la declaración de las responsabilidades correspondientes. La forma de determinarlas pretendo establecerla con esta intervención.


En un estado de derecho nadie es irresponsable.


El principio de la responsabilidad es de la esencia y fundamento de una República. Así lo definió Montesquieu hace 250 años, en su obra “El espíritu de las leyes”, y luego fue consagrado en la Carta Política de Estados Unidos, principio que ha pasado a ser un verdadero dogma en el constitucionalismo moderno.


Chile es una República democrática. Así lo declara el artículo 4º de la Constitución vigente. Lo anterior no constituye letra muerta, sino la consagración de un sistema de gobierno basado en la libertad, la igualdad, el derecho de las mayorías y el respeto a las minorías.


Sin embargo, esta forma no está desprovista de un contenido valórico, sino que se asienta en un orden lógico cuyos fundamentos esenciales son, entre otros, el respeto de los derechos individuales, la separación de poderes y la plena vigencia del estado de derecho. 


No existe democracia sin una situación jurídica del Estado que permita el cumplimiento del bien común, basado en el irrestricto respeto a la persona humana, la libre generación del poder y en un orden jurídico de imperio de la ley, aplicable tanto a gobernantes como a gobernados, pues en un estado de derecho nadie puede ser irresponsable por sus actos. La Constitución es el remedio que pone fin a cualquier intento del Estado por abusar del individuo, como también impide que una persona, impunemente, pueda causar daños.


Numerosos tratadistas se han referido a este principio. Basta recordar las palabras del profesor Eduardo Soto Kloss, quien en su obra “Derecho Administrativo, Bases Fundamentales”, dice: “Sí, configurar un estado de derecho como República no es otra cosa que instituir un régimen de gobierno jurídicamente institucionalizado, donde todos los sujetos -gobernantes y gobernados- son responsables, esto es, responden en el derecho y dan cuenta de sus actos y conductas, donde todo agraviado o lesionado por sus hechos o actos pueden pedirles cuenta y llevarlos a los tribunales, para que éstos declaren la adecuación o inadecuación de ellos frente al derecho y resarzan los daños o perjuicios que ilícitamente han provocado; en otros términos, un régimen donde no hay sujetos fuera del derecho, todos se encuentran sujetos a él, sean públicos o privados, naturales o jurídicos, aun el mismo Estado y cualquiera de sus órganos.” 


El contenido valórico del orden democrático constitucional es reconocido en múltiples principios como la autonomía de los cuerpos intermedios y el orden público económico. En este último aspecto, baste recordar el derecho a desarrollar cualquier actividad económica establecida en el artículo 19 número 21 de la Constitución y su corolario según el cual el Estado y su organismos podrán desarrollar actividades empresariales o participar en ellas si una ley de quórum calificado los autoriza.


No menos importante es la no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica, del artículo 19 número 22 de la Constitución.


Pero después de haber asistido como testigo privilegiado a la historia de despilfarros que ha ocurrido en la Empresa Nacional del Carbón, me parece que miles de años de desarrollo constitucional simplemente no han tenido aplicación en el directorio de la empresa.

Propiedad de la Enacar.


La Enacar es una empresa del Estado. Para nadie es un misterio que éste tiene la participación mayoritaria en la propiedad de las acciones. Desde febrero de 1964, a raíz de la fusión de la Compañía de Lota y de Schwager dispuesta por el decreto supremo Nº 686, de 29 de febrero de 1964, pasa a denominarse Carbonífera Lota Schwager Sociedad Anónima; el 31 de diciembre de 1970, mediante un convenio suscrito entre un grupo de accionistas de Carbonífera Lota Schwager S.A. y la Corporación de Fomento de la Producción, ésta pasa a ser dueña mayoritaria de sus acciones.


Posteriormente, por resolución Nº 91, de la Superintendencia de Sociedades Anónimas, de 22 de diciembre de 1973, se establece la actual razón social de la Empresa Nacional del Carbón S.A.


En el curso de los años 1975 y 1976 se materializaron las operaciones de integración de la Enacar de las Compañías Carboníferas de Arauco, mediante decreto ley Nº 931, de 17 de marzo de 1975, que autorizó la transferencia de la totalidad de las acciones de la Compañía Victoria de Lebu, Compañía de Colico Sur Sociedad Anónima y Compañía Carbonífera de Pipilco a la Empresa Nacional del Carbón S.A.


A fines de 1979, la empresa concurrió a la formación de una sociedad filial, denominada originalmente Compañía Carbonífera Schwa-ger S.A., con el objeto de explotar el Establecimiento Minero Schwager.


Durante 1987, Enacar S.A. traspasó el 51 por ciento de su participación accionaria en Carbonífera Schwager S.A. a la Corporación de Fomento de la Producción, y el 32,4 por ciento a diversos inversionistas del sector privado, entre ellos los propios trabajadores de esa empresa, con lo que dicha sociedad dejó de ser filial, pasando a ser coligada. 


En el curso del ejercicio de 1988, Enacar S.A. completó la venta de su participación accionaria en Carbonífera Schwager S.A. mediante el traspaso del 14 por ciento a la Corporación de Fomento de la Producción y un 2,54 por ciento a diversos accionistas del sector privado, incluidos trabajadores de la propia compañía. Con esas ventas Carbonífera Schwager S.A. dejó de tener el carácter de empresa coligada de Enacar S.A.


En el curso del ejercicio 1989, Enacar S.A. concurrió a la Constitución legal de dos empresas filiales suyas, Carbonífera Victoria de Lebu S.A. e Isapre del Carbón S.A.

Estatuto Jurídico de la administración.


El artículo 1º de los estatutos de la Enacar dice que se constituye una sociedad anónima denominada Empresa Nacional del Carbón S.A. que se regirá por las disposiciones de los presentes estatutos de la ley Nº 18.046 y su reglamento y de las demás normas aplicables a este tipo de sociedades, pudiendo emplear para fines de propaganda la abreviatura Enacar S.A. 


Como es normal en esta clase de sociedades, la administración y representación de la anónima están confiadas a un órgano distinto de la junta de accionistas, que es la expresión de la soberanía social y del órgano de fiscalización. Es propiamente un órgano de gestión y de representación, diferente a los otros, con funciones específicas que le confieren competencia propia.


El directorio es, sin duda, el órgano más importante de la sociedad, el de mayor poder real y el más influyente en cuanto al éxito de la empresa y el futuro de la sociedad. 


Enacar es administrada por un directorio compuesto por siete miembros, que duran tres años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos indefinidamente. Se renueva totalmente en cada oportunidad, correspondiendo a la junta general ordinaria efectuar los nombramientos.


El mismo directorio elige al presidente, al vicepresidente y al secretario. Es obvio que, por la participación mayoritaria del Estado en la propiedad accionaria, tradicionalmente la Enacar ha tenido directorios marcados por una teñida simpatía política al gobierno de turno, no siendo precisamente el carácter técnico una de las prioridades en su nombramiento. Es probable que este aspecto sea uno de los que más ha contribuido a hacer deficitaria a la empresa, por falta de una administración eficiente, como ocurre en este caso.


Un reciente dictamen de la Contraloría General de la República, emitido el 6 de agosto de 1996, a petición de la Oficina de Informaciones de esta Corporación, ha señalado que la Empresa Nacional del Carbón carece de la calidad de órgano estatal, participando de la naturaleza jurídica de un ente privado. Pero, a la vez, reconoce, como es lógico, que el Estado tiene una participación mayoritaria en la propiedad de ella.


Es evidente que lo anterior sienta una doctrina según la cual la responsabilidad del directorio debería hacerse valer como en cualquier sociedad anónima de carácter privado. Otros piensan, no con menos razón, que la Enacar debería considerarse un órgano de la administración y, por lo tanto, le es aplicable también la normativa que rige a esta clase de órganos, especialmente la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.


Pero, como lo demostraré a continuación, cualquiera que sea la posición que se imponga, igualmente los miembros del directorio deben responder por los actos de su administración, y es precisamente el Estado el que, en su calidad de dueño mayoritario de la propiedad, está en condiciones de hacer valer esta responsabilidad.

Responsabilidad de los directores de una sociedad anónima.


El director de una anónima es, por naturaleza, un administrador social, por lo que debe cumplir con ciertos deberes fundamentales. En primer lugar, el de diligencia; en segundo, el de lealtad o fidelidad y, en tercero, el de informar a los accionistas. Analizaré el primero de los nombrados, por ser pertinente a esta intervención.


Todo director de una sociedad anónima debe emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que los hombres emplean en sus propios negocios, según lo ordena el artículo 41 de la ley Nº 18.046. Como se ve, no se exige un cuidado extraordinario, sino el que pondría cualquiera persona en la gestión de sus intereses. O sea, el director responde de la culpa leve y con mayor razón de la culpa grave o dolo. Quienes no observan esta norma, responden solidariamente de los perjuicios que pudieren causar a la sociedad y sus accionistas por sus actuaciones dolosas o culpables. No debe olvidarse que el cargo es personal e intransferible. 


Es conocido que existen normas civiles, penales, tributarias y de otra naturaleza, que sancionan la responsabilidad de los directores. 


Pero me interesa destacar la responsabilidad penal y civil, que hace definir el cuidado en el manejo de los negocios sociales y reflexionar ante la tentación de postergar los intereses sociales en beneficio de los propios. 


Como acertadamente ha dicho don Arturo Alessandri Rodríguez en su obra “De la responsabilidad extracontractual en el Derecho Civil chileno”: “En su acepción más amplia, la noción de responsabilidad implica la de culpabilidad, que es la que de ordinario constituye su fundamento. En este sentido, se dice que un individuo es responsable de un hecho cuando le es imputable, cuando lo ha ejecutado con suficiente voluntad y discernimiento. Es la acepción que la moral y el derecho penal le dan generalmente. 


Pero en el derecho civil la expresión “responsabilidad” no se define por su fundamento, que puede variar, sino por su resultado; es decir, por las consecuencias jurídicas que el hecho acarrea para su autor. En este sentido, se dice que un individuo es responsable cuando está obligado a indemnizar un daño. En derecho civil hay responsabilidad cada vez que una persona debe reparar el perjuicio o daño sufrido por otra. Puede, pues, definírsela diciendo que “es la obligación que pesa sobre una persona de indemnizar el daño sufrido por otra.” 


La responsabilidad civil puede ser contractual, o sea, derivada del mal desempeño del cargo, por incumplimiento de sus obligaciones, delictual o cuasidelictual, como resultado de la violación de la ley, estatutos o reglamentos.


Cuando la ley de sociedades anónimas habla reiteradamente de “responsabilidad” del administrador, se está refiriendo en todos los casos a la responsabilidad pecuniaria, es decir, a la obligación de resarcir los daños y perjuicios ocasionados, la responsabilidad jurídica, que es consecuencia de la imputación que vincula la conducta del infractor con la sanción. 


La responsabilidad de carácter pecuniario puede ser “individual” respecto del director que deberá enfrentarla con su patrimonio particular. Además, es “ilimitada”, porque el responsable responde con todo su patrimonio, sin límite alguno. Y puede ser “solidaria” cuando existe más de algún director responsable, de forma que todos los involucrados están obligados a responder con todo su patrimonio del daño causado. 


La propia ley, en los artículos 41 y 46, consagra este tipo de responsabilidad por violación de los deberes de su cargo o ejecución de actos prohibidos, por los perjuicios que causen a la sociedad, a los accionistas y a terceros, todo lo que deriva del carácter coligado del directorio.


El artículo 46 se encarga de decir que lo anterior es sin perjuicio de las sanciones que pudiere aplicar la superintendencia o las demás sanciones establecidas en la ley. Como acertadamente apunta don Carlos Gilberto Villegas en su obra “Tratado de las Sociedades”: “Los administradores sociales tienen la obligación de obrar con lealtad y diligencia. La diligencia requerida por la ley es aquella que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios.


“Los administradores están obligados a ajustar su actuación a las normas “particu-lares” del contrato social y a las generales de la ley. La violación de alguna de estas reglas los hace responsables por los daños y perjuicios ocasionados a la sociedad, a los socios y a terceros.


“También son responsables cuando actúan con dolo (intención de hacer mal), abuso de sus facultades o culpas. Ellos responden hasta de la culpa leve, de acuerdo con las reglas del mandato (artículo 2.192 del Código Civil).”

-o-


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- ¿Me permite, señor Diputado? En nombre de la Cámara de Diputados de Chile, quiero recibir oficialmente a los 15 parlamentarios argentinos que asisten a la V Reunión de la Comisión Binacional, presidida por el honorable Diputado señor Marcelo López Arias, a quienes acompaña el honorable Senador de la República Argentina y ex embajador en nuestro país, don Antonio 
Cafiero. Les damos la bienvenida, los saludamos y nos congratulamos por su presencia en las tribunas.


-Aplausos.

-o-


El señor ORTIZ (Presidente accidental)- ¿Me permite, señor Diputado?


Hago presente a Su Señoría que la bancada de Renovación Nacional le ha cedido tres minutos de su tiempo.


Puede continuar Su Señoría.


El señor SALAS.- “Son los socios, mediante la “reunión de socios” o las “asambleas”, quienes juzgarán la actuación de sus administradores, pudiendo resolver la “revocación” de sus mandatos o el cese en sus funciones y la promoción de acciones civiles o penales, en su caso.


“Sin perjuicio de esas acciones “de la sociedad” contra los administradores, está también la acción “individual” que cada socio puede promover contra el administrador para que le indemnice de los perjuicios que su actuación le haya ocasionado”.


Si lo anterior aún no fuere suficiente para dejar en claro que el directorio de la Empresa Nacional del Carbón es responsable de sus actos que han causado un grave daño, quiero reproducir las ideas del profesor don Álvaro Puelma Accorsi en su obra “Sociedades”:

“1. La responsabilidad personal de cada director. Cada uno de ellos responde por sus acciones u omisiones; de su falta de diligencia o de su culpa o dolo. Sin embargo, si dos o más directores incurren en responsabilidad por el mismo hecho, acto u omisión, ésta tiene el carácter de solidaria, de manera tal que el acreedor puede cobrar el total del daño a cualquier director. Así se desprende de lo prescrito en los artículos 41, inciso primero, y 133 de la ley de Sociedades Anónimas.

“2. La responsabilidad se traduce en la obligación de indemnizar de todo perjuicio a quien sufrió el daño, que puede ser la sociedad, los accionistas o terceros, o todas o algunas de dichas personas. Sin embargo, cabe acotar que el artículo 41, inciso primero, de la Ley de Sociedades Anónimas, en cuanto a la responsabilidad de los directores por actos dolosos o culposos derivados de la falta de diligencia en sus funciones, limita la responsabilidad del director sólo respecto de la sociedad y de sus accionistas, no otorgándola respecto de terceros.

“3. La acción de resarcimiento de los perjuicios causados por un director, sea a la sociedad, los accionistas o terceros, es transable o renunciable, concurriendo la voluntad del respectivo agraviado, de acuerdo a las reglas generales”.


Sin embargo, la ley ha establecido reglas que inciden en esta materia, expresando los incisos segundo y tercero del artículo 41 de la Ley de Sociedades Anónimas lo siguiente:


“Es nula toda estipulación del estatuto social y todo acuerdo de la junta de accionistas que tienda a liberar o limitar la responsabilidad de los directores a que se refiere el inciso anterior.


“La aprobación otorgada por la junta general de accionistas a la memoria y balances presentados por el directorio o a cualquier otra cuenta o información general, no libera a los directores de la responsabilidad que les corresponda por actos o negocios determinados, ni la aprobación específica de éstos los exonera de aquella responsabilidad, cuando se hubieren celebrado o ejecutado con culpa grave o dolo.”


Entonces, la conclusión lógica que resulta del repaso de las normas legales antedichas es que los directores responden durante el ejercicio de sus funciones, siempre que desempeñen mal sus cargos, violen la ley, los estatutos o reglamentos y, además, cuando produzcan daño a la sociedad o a terceros por dolo, abuso de facultades o culpa leve.


¿Acaso no es sabido por todo el mundo la enorme y pesadísima carga que deben soportar los directores y administradores de una sociedad anónima cuando ésta cae en falencia o quiebra? ¿Es necesario ser un adivino para señalar que en caso de quiebra normalmente ésta se califica, lo que significa una investigación penal de muchos años, en que todos los directores se exponen a ser procesados y se les pueden aplicar no sólo las normas de la Ley de Sociedades Anónimas, sino las presunciones de la Ley de Quiebras, que en un total de más de treinta figuras la pueden sancionar como culpable o fraudulenta, con su consecuencia de responsabilidades desde el punto de vista de la participación criminal?


Siendo Enacar una empresa del Estado, que debería caracterizarse por ser administrada en la forma más cuidadosa posible, ¿puede tener el directorio la impudicia, la desfachatez, la inmoralidad, ante todos los chilenos, de ampararse cobardemente en la impunidad, que significa que esta empresa, en la práctica, no quiebre, porque el Estado le está bombeando permanentemente el oxígeno para que no muera?


-Carácter público de Enacar.

Por otra parte, si la empresa pudiera considerarse un órgano de la administración del Estado, entonces le serían aplicables, a mayor abundamiento, las normas contenidas en la ley Nº 18.575, de Bases Generales de la Administración del Estado que, de conformidad con su artículo 1º, también se aplican a las empresas públicas creadas por ley.


El artículo 3º dice que la Administración del Estado estará al servicio de la comunidad, atendiendo las necesidades públicas en forma continua y permanente.


El artículo 4º señala la responsabilidad del Estado por los daños que causen los órganos de la administración en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren afectar al funcionario que los hubiere ocasionado.


El artículo 5º ordena a las autoridades y funcionarios velar por la eficiencia de la administración.


El artículo 7º obliga a los funcionarios de la Administración del Estado a cumplir fiel y esmeradamente sus obligaciones para con el servicio, obedecer las órdenes que les imparta el superior jerárquico y observar estrictamente el principio de probidad administrativa, que implica una conducta funcionaria moralmente intachable y una entrega honesta y leal al desempeño de su cargo, con preeminencia del interés público sobre el privado.


El artículo 15 sujeta a responsabilidad administrativa, penal y civil al personal de la Administración del Estado.


Aun cuando esta última posición podría ser objeto de cuestionamientos, considerando el dictamen de la Contraloría ya citado, creo irrelevante desviar cualquier discusión a este aspecto, cuando es tan claro que existen los cambios para poner fin a la histórica irresponsabilidad que tiene a la Empresa Nacional del Carbón en una falencia que no tiene precedentes en la historia de ninguna unidad productiva en la cual el Estado haya tenido participación como dueño o accionista mayoritario.


-Conclusiones.

Creo interpretar a la gran mayoría del país y al pueblo minero cuando digo que la irresponsabilidad administrativa no puede quedar impune para siempre.


A lo largo de la historia se han practicado innumerables investigaciones, se han formado comisiones, estudios y planes, pero nada de lo anterior ha sido suficiente para poner término al derroche, improvisación y burdas maniobras de un grupo de directores que creen que el país puede continuar soportando la pérdida indefinida de recursos.


En Chile, no hay personas ni grupos privilegiados. Todo aquel que crea lo contrario simplemente no entiende el bien común como fin del Estado, ni el estado de derecho en su dimensión legal, ni, en fin, que aun cuando pueda servir en una empresa de carácter privado, ello no lo releva de su obligación de cuidar los bienes ajenos.


El directorio de la Enacar ha actuado negligentemente, con dolo. Se ha perdido la oportunidad histórica de demostrar que el Estado puede ser eficiente en la administración de empresas de valor estratégico y carácter social. Le dieron la razón a conceptos tan terribles como los emitidos recientemente por Álvaro Vargas Llosa en el “Manual del perfecto idiota latinoamericano”:


“El Estado interventor y regulador, supuesto corrector de desigualdades económicas y sociales, también es el padre de una burocracia frondosa y parasitaria por culpa de la cual las empresas del Estado son entidades costosas, paquidérmicas, profundamente ineficientes. Están corroídas por el clientelismo político, están infestadas de corrupción. A través de precios, tarifas y gravámenes elevados, prestando siempre muy malos servicios, extorsionan a la sociedad civil, fomentan el déficit fiscal y, por esta vía, la inflación. Tal es la realidad que el perfecto idiota no quiere ver. Por eso, da como solución -más estado, más regulaciones, más controles y más dirigismo- lo que es causa fundamental de nuestros problemas. Equivale al médico insensato que diera al hipertenso una medicina que le aumentara la tensión arterial”.


En los últimos años, los trabajadores han debido soportar un alto costo en términos de despidos, alta cesantía y la consiguiente pobreza. Ellos se llevaron el peso de las administraciones ineficientes, de las componendas políticas y todo aquello que tiene a la empresa en el estado de falencia actual.


Para que nunca más ningún director o funcionario de empresa de propiedad del Estado sea tentado a usar en beneficio propio o indolentemente la alta responsabilidad que le encomiende el gobierno; para que una sanción ejemplarizadora ponga fin a la gran farra de recursos que pertenecen a todos los chilenos y, por sobre todas las cosas, para que el país tenga una clara señal de que este Gobierno es el primero en requerir responsabilidades a sus funcionarios y en evitar todo asomo de privilegios, clientelismos e impunidades, desde esta tribuna solicito que se determinen las responsabilidades de quienes ordenaron, durante la última paralización, suspender el suministro de luz y agua, cortar los teléfonos y paralizar los ventiladores de la mina, provocando con su actuar indolente un daño adicional que bien pudo significar el cierre del yacimiento.


Asimismo, solicito que esta intervención sea remitida íntegramente al señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, para que ese organismo, en el ejercicio de sus facultades, interponga todas las acciones civiles, penales y de cualquier naturaleza que procedan en contra del directorio de la Empresa Nacional del Carbón S.A. y de quienes resulten responsables de la inundación del yacimiento y sus ulteriores perniciosas consecuencias, durante el conflicto laboral que se extendió entre el 17 de mayo y el 27 de julio del presente año. Estoy convencido de que es la única forma de reparar, al menos en parte, el fraude descomedido y a mansalva que ha llevado a cabo un grupo de privilegiados, que sólo piensan en sus intereses individuales y en la mejor forma de sacar partido a costa de la marginalidad social y del desempleo.


Señor Presidente, como este documento ha sido muy estudiado e incluye asuntos jurídicos y problemas técnicos y sociales, pido que se oficie al Consejo de Defensa del Estado, adjuntando copia de su texto completo.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio en la forma solicitada por Su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Taladriz, Hurtado, Vilches, Ribera, René Manuel García, Jürgensen, Alvarado, Makluf, Aníbal Pérez y Andrés Aylwin.


Hago presente que el Diputado señor Salas ocupó cuatro minutos y 30 segundos del tiempo de Renovación Nacional.

CREACIÓN DE JUZGADOS CIVIL Y DEL CRIMEN EN CUNCO, NOVENA REGIÓN. Oficio.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo que le resta al Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el Diputado señor René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, Cunco y Melipeuco distan 60 y 100 kilómetros, respectivamente, de Temuco. 


Cuando allí se produce un robo o una causa civil, los afectados deben recurrir a los juzgados de Temuco, donde muchas veces no son atendidos porque están absolutamente copados y deben volver a sus pueblos. Así, se sienten desesperanzados porque cada vez que hacen una denuncia no son atendidos a cabalidad, situación que favorece a quienes se dedican al abigeato, es decir, al robo de ganado, porque saben que los afectados, por las molestias que ello les causa, no hacen las denuncias ante los juzgados respectivos.


En la región hay localidades que están mucho más cerca de Temuco que tienen sus propios juzgados. Sin embargo, Cunco y Melipeuco, que están más lejos, tienen malos caminos y muchas veces sus accesos a los caminos principales para que la gente tome locomoción a Temuco se cortan en invierno, no cuentan con sus propios juzgados.


Por lo anterior, solicito que se oficie a la Ministra de Justicia, a fin de que estudie la posibilidad de crear un juzgado del crimen y uno civil en la ciudad de Cunco que atiendan las necesidades de las dos localidades mencionadas, lo que beneficiará directamente a la población de esas dos comunas y ayudará enormemente a descongestionar los juzgados de Temuco.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por Su Señoría, con la adhesión del Diputado señor Taladriz.

APOYO A PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DE PLANTA DE CELULOSA EN SAN JOSÉ DE LA MARIQUINA. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Taladriz.


El señor TALADRIZ.- Señor Presidente, la cesantía juvenil que se da en todas partes, en especial en la provincia de Valdivia, es un problema del país, y el Gobierno y quienes estamos en la Oposición queremos revertir esta situación.


Por eso, me preocupa fundamentalmente que algunos grupos que defienden la ecología a ultranza estén reaccionando airadamente contra la creación de nuevas fuentes de trabajo, lo que influye en la gente humilde, como los pescadores y sectores indígenas.


En la comuna de San José de La Mariquina, provincia de Valdivia, la empresa Celulosa Arauco anunció la construcción de una planta de 550 mil toneladas por año, y voluntariamente presentó los estudios de impacto ambiental a la Corema de la Décima Región, ya que pretende entregar los afluentes líquidos de esta planta al río Cruces.


El 30 de mayo de 1996, la Corema señaló que el proyecto era ambientalmente viable, siempre que se construyera una tercera planta de tratamiento de afluentes líquidos -el proyecto establece dos-, o que se hiciera un estudio de otra evacuación de líquidos hacia otras fuentes de agua.


La empresa desechó la primera alternativa por la influencia que en Europa provocaron los grupos ecologistas. Se decidió por la segunda y, por primera vez, se mencionó a la caleta de Mehuín, ubicada aproximadamente a 27 kilómetros del lugar en que se quiere instalar la planta. Sus habitantes viven principalmente de la pesca artesanal y de un turismo de temporada estival bastante pobre.


La comunidad de Mehuín ha reaccionado airada y cohesionadamente en contra del proyecto de la empresa, en un curso que abrió la propia Corema, y rechaza todo, incluso que se efectúe el estudio de impacto ambiental que la acción de un ducto evacuador provocaría en dicho lugar. Es tan negativa esa reacción -a mi juicio, irracional-, que se expulsa a quienes van a realizar los estudios y se les desinflan los neumáticos a sus camionetas. Eso me parece grave. Incluso para uno, como parlamentario, que es partidario de que se creen fuentes de trabajo, resulta peligroso visitar la zona.


Quiero que en esto exista una lógica, un equilibrio sensato, y que la autoridad exija que se cumplan las normas de sana convivencia que debe imperar en un estado de derecho.


La inversión proyectada por la empresa es superior a los mil millones de dólares. Se debería evitar la pérdida de una cantidad de esa magnitud para una comuna, provincia, región o país.


Esta reacción en Mehuín contraria a todo, está siendo apoyada por el Instituto de Ecología Política, en el que hay muchos políticos involucrados; por otros movimientos ambientalistas, por extranjeros e, incluso, se dice que por Tompkins, quien estaría apoyando económicamente esta actitud irracionalmente negativa. Así, entonces, se aprovecha la humildad de personas como pescadores e indígenas para mantenerlos activos contra este proyecto.


Nadie quiere perjudicar a una zona ni las diversas actividades que en ella se realizan, y creo que menos a una empresa establecida como ésta.


No se puede impedir la ejecución de estudios, porque con ellos se podría apreciar técnicamente si hay daño o no, o de qué manera se produce un daño; pero impedirlos me parece del todo inconveniente, como también que haya señores parlamentarios que apoyen este tipo de movimientos más con el corazón que con la razón y la lógica.


Por eso, solicito que se oficie a los Ministros del Interior y Secretario General de la Presidencia y al Intendente de la Décima Región, para que se dé cumplimiento -y se proteja- a lo señalado por la Corema de dicha Región, ya que, de lo contrario, estaríamos cayendo en una zona que se parecería más al Far West que a una en que debe regir el estado de derecho, como es la característica de nuestro país.


He dicho.


El señor ORTIZ ((Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por Su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Hurtado y Jürgensen.

SUSPENSIÓN DE TRÁNSITO DE VEHÍCULOS EN TRAMO PAIHUAN-PISCO ELQUI, DE COQUIMBO. Oficio.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Munizaga, en el tiempo del Comité de Renovación Nacional.


El señor MUNIZAGA.- Señor Presidente, a raíz de la pavimentación de la ruta D-485 en el tramo que une Paihuano y Pisco Elqui, en la Región de Coquimbo, se ha suspendido el tránsito de vehículos durante varias horas al día para efectuar dichos trabajos.


Esta situación ha producido trastornos, tanto en el transporte de carga como de pasajeros, y con esto ha quedado en evidencia, una vez más, un mal recurrente en nuestro país, especialmente en la reparación de vías, cual es la falta de consideración del Ministerio de Obras Públicas con los usuarios de los caminos.


En efecto, en los últimos años se ha acentuado la falta de preocupación de ese Ministerio por los usuarios de los caminos chilenos, quienes deben soportar largas e innecesarias esperas en la ruta cuando se realizan obras de mejoramiento, al suspender el tránsito de una o ambas vías y no habilitarse caminos alternativos.


Es común que en estos casos no se obligue a las empresas que se adjudican las obras a que construyan vías auxiliares, a fin de permitir a los usuarios continuar sus recorridos con relativa normalidad. De este modo, se está produciendo una situación que sobrepasa lo dispuesto en el artículo 19, número 7, de nuestra Constitución Política, que establece el derecho de toda persona a trasladarse libremente desde y hacia cualquier punto de la República.


Por otro lado, son los propios usuarios los que, con sus prolongadas esperas, asumen el costo de la no construcción de las vías alternativas, costo que debería asumir el Gobierno. Sin embargo, éste, para ahorrarse el gasto que le significa habilitar caminos de emergencia o alternativos, traspasa dichos costos a los propios usuarios, quienes deben absorber el mayor gasto que significa a empresas y a particulares la pérdida de tiempo derivada de las reparaciones de caminos.


Además de lo señalado, cabe tener presente el riesgo que corren los usuarios al circular por caminos en reparación, por verse expuestos a condiciones que dificultan y hacen peligrosa la conducción.


Señor Presidente, por lo anterior, solicito que se oficie al señor Ministro de Obras Públicas para que, en lo sucesivo, se sirva ordenar un adecuado respeto por los derechos de los usuarios a usar los caminos públicos, y a fin de que instruya a la Dirección de Vialidad para que no se prive intempestivamente el paso a dichos usuarios e incluya, dentro de las bases de licitación de los caminos públicos, la construcción de vías alternativas que aseguren el libre tránsito desde y hacia cualquier lugar de la República.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por Su Señoría.

DEFICIENCIAS EN LA CONSTRUCCIÓN DE LA “VILLA ITALIA”, EN LOS ÁNGELES. Oficio.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Diputado señor Víctor Pérez.


El señor PÉREZ (don Víctor).- Señor Presidente, hace algunas semanas se inauguró en la comuna de Los Ángeles, una población de 292 viviendas, cuyo nombre es “Villa Italia”.


En la misma inauguración de estas viviendas, construidas a través de la cooperativa Habitacoop, un grupo significativo de vecinos me pidió intervenir en ese acto para hacer ver las dificultades que tenían por algunas deficiencias técnicas de ese proyecto de construcción.


En esa ocasión, constaté que 56 viviendas estaban afectadas por la dilación en la construcción de un muro de contención de aguas lluvias, en el terreno que las separa de otra población que se denomina “Villa España”, ubicada en el mismo sector de Los Ángeles.


Por lo tanto, estos 56 asignatarios de vivienda tienen una fuerte discusión con el municipio, con la cooperativa constructora y con las autoridades de la Secretaría Ministerial de Vivienda, puesto que la queja que ellos han hecho pública y que han conversado con las distintas autoridades de la provincia del Biobío, es que en las viviendas asignadas, que colindan con la Villa España, existe un desnivel que, en algunos casos, llega a un metro veinte centímetros. Ello ha redundado en que las aguas lluvias anegan la parte posterior de sus sitios, hecho que afecta, además, a los vecinos del conjunto habitacional próximo, porque las aguas se escurren por la pandereta existente.


Ante esta situación, los vecinos de la Villa Italia han planteado nivelar el terreno y construir un muro de contención de una altura aproximada de 150 centímetros, sobre el cual se emplazaría la respectiva pandereta. Eso solucionaría no sólo el problema actual de escurrimiento de las aguas lluvias, sino también el de falta de privacidad que existe hoy en las 56 viviendas que colindan con las de la denominada Villa España, porque son sitios que están prácticamente contiguos y en los cuales no existe, por el desnivel, ninguna diferencia entre una vivienda y otra.


La situación así planteada genera un conflicto que no ha sido solucionado adecuadamente por las autoridades respectivas. 


Tengo en mi poder documentación de la Municipalidad de Los Ángeles, concretamente de su Dirección de Obras Municipales, donde asume en su globalidad la propuesta de los vecinos y hace llegar la documentación pertinente a la cooperativa Habitacoop para que construya este muro de contención.


Tengo también declaraciones públicas de los ejecutivos de esta cooperativa, en las cuales responsabilizan de esta situación a la Dirección de Obras Municipales por no haber aprobado de manera adecuada los proyectos.


Obran también en mi poder oficios de la Secretaría Ministerial de Vivienda, donde plantea que, de existir conflicto entre la decisión de la Dirección de Obras Municipales y la cooperativa que construye las viviendas, aquélla debería resolver, pero indica que los documentos aún no llegan a esa Secretaría. 


Por lo tanto, estamos frente a un conflicto provocado por falta de diligencia o por ciertas irregularidades que algunos de los órganos públicos competentes han cometido. Esto se ha dilatado excesivamente en el tiempo sin que veamos una solución en el futuro cercano, lo que provoca todos los problemas que la Sala comprenderá a cada uno de estos 56 vecinos, muchos de los cuales ya han pagado completamente sus viviendas. Son personas de trabajo de sectores medios que, con gran esfuerzo, han logrado adquirir su vivienda propia y que, en algunos casos, hoy están imposibilitadas para habitarlas.


Por eso, solicito que se oficie a la Contraloría General de la República, particularmente a la de la Región del Biobío, para que inicie una investigación sumaria sobre la situación de los permisos de construcción que se llevó adelante en la población Villa Italia; que también investigue el accionar de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda de la Octava Región sobre el tema y que, además, realice una investigación sobre los proyectos aprobados al respecto, porque también han generado una serie de dificultades, para buscar, a través de la investigación de la Contraloría Regional de Biobío, las respuestas que ninguna de las autoridades ha entregado a los vecinos de Villa Italia, los cuales, tanto en forma pública como privada, han pedido a todas voces la solución a algunas de las dificultades que estos errores en la construcción u obras inconclusas les preocupan.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por Su Señoría y se adjuntará su intervención. 


En nombre de la Mesa, también le solicito que haga llegar copia de los antecedentes que tiene en su poder para mejor comprensión del tema.

ANTECEDENTES SOBRE TRANSACCIÓN JUDICIAL ENTRE LA EMPRESA GAFONAP Y ESSEL SOCIEDAD ANÓNIMA. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el Diputado señor Aníbal Pérez.


El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señor Presidente, no hubiera querido referirme nuevamente a las dificultades que existen en el abastecimiento de agua potable de la ciudad de Pichilemu, principal balneario de la Sexta Región, ni tampoco a las conflictivas relaciones contractuales y judiciales entre la empresa Gafonap -cuyo presidente es el Senador señor Francisco Javier Errázuriz- y Essel S.A., cuyo dueño es el Estado, a través de la Corporación de Fomento de la Producción. Sin embargo, los hechos ocurridos la semana recién pasada me obligan nuevamente a protestar en la Sala en mi calidad de Diputado y, como tal, a fiscalizar los actos de Gobierno y, en consecuencia, los recursos fiscales.


Hace una semana, mediante una transacción judicial, la empresa sanitaria de la Sexta Región, Essel S.A., pagó a Gafonap la no despreciable suma de 90 millones de pesos. Dicho pago se efectuó, según se explicita en el acuerdo judicial, por un reconocimiento expreso que hizo Essel S.A. de una deuda que mantendría con Gafonap por la venta de aguas provenientes de una laguna denominada El Barco.


Por los antecedentes que obran en mi poder puedo manifestar que Essel S.A. nunca ha tenido deuda alguna o documento que la obligue a pagar dicho monto. Reitero: no hay documento ni antecedente que justifique o amerite que esta empresa del Estado haya pagado, graciosamente, a Gafonap la suma de 90 millones de pesos.


Lo que ha ocurrido es que Essel se ha visto obligada a reconocer dicha deuda por presiones indebidas de Gafonap. Si no lo hacía, esta empresa no le entregaría derechos de aguas suficientes en el período de verano para que la ciudad balneario de la región mantenga un abastecimiento normal de agua potable, temporada en la que llegan más de 100 mil personas a veranear a Pichilemu.


Imaginémonos qué podría ocurrir si esta ciudad no tuviera el abastecimiento de agua potable suficiente para tal cantidad de gente y cómo se verían complicados todos los aspectos económicos: el turismo, el transporte, etcétera.


Pero, ¿cuánto le costó a la empresa Gafonap el haberse apropiado de esos derechos de aguas por los cuales hoy está cobrando 90 millones de pesos? Cero peso.


¿Cómo es posible que en nuestro país se estén produciendo situaciones vergonzosas, como ésta, en que se lucra indebidamente con un bien común, como el agua potable? El agua es un bien de uso público; como tal, su venta constituye un ilícito. En este caso se ha incurrido en una ilicitud al pagar esa cantidad que legalmente no correspondía.


Por lo anterior, pido que se envíen dos oficios:


El primero, al Ministro Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, para que informe de manera pormenorizada las razones legales que tuvo la empresa Essel S.A. para llegar a esa transacción judicial y pagar 90 millones de pesos a la empresa Gafonap, que pertenece al Senador señor Errázuriz.


Y el segundo, al Contralor Regional de la República de la Sexta Región, para que disponga efectuar una breve investigación sumaria para determinar si el pago que hizo Essel S.A. se ajusta a derecho.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por Su Señoría.

CONSTRUCCIÓN DE NUEVOS COMPLEJOS FRONTERIZOS DE CHACALLUTA Y CHUNGARÁ. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Partido por la Democracia, tiene la palabra el Diputado señor Salvador Urrutia.


El señor URRUTIA (don Salvador).- Señor Presidente, la integración entre Chile y los demás países de Sudamérica se está llevando a cabo con gran dinamismo en los últimos años.


Aparte de todos los tratados y convenios 
-como el importante Mercosur-, también se produce integración física, que crea corredores bioceánicos de integración, siendo uno de los con más potencial de crecimiento el que une el puerto de Arica con Bolivia y Brasil, que extenderá sus beneficios a todo el norte de Chile, primero, y a todo el país, después.


Por ello, es muy importante favorecer toda iniciativa que mejore los tiempos y la eficiencia de los flujos de carga y pasajeros que circulan por los caminos que unen Arica con Perú, Bolivia y Brasil. En esto, un punto clave es la infraestructura y personal de los complejos fronterizos de Chacalluta y Chungará, por donde pasan los más altos volúmenes de carga y pasajeros del país.


Actualmente, las condiciones de infraestructura y personal son muy deficientes: se atiende a los pasajeros al aire libre, sin baños higiénicos y sin acomodaciones de espera, en tanto que los funcionarios son pocos y carecen de suministro seguro de agua potable, electricidad y calefacción.


Ésta es una gran debilidad en la presentación de Chile a nuestros visitantes, lo que, unido al papeleo burocrático que es necesario cumplir, alarga la espera y desalienta a los usuarios, lo que daña el esfuerzo de integración en el cual estamos empeñados.


Por todo lo anterior, solicito que se oficie al Canciller, a los Ministros del Interior, de Defensa, de Hacienda y de Agricultura, para que se tomen las providencias necesarias para acelerar la construcción de los nuevos complejos fronterizos de Chacalluta y Chungará; se les implemente adecuadamente para la atención de viajeros y para la residencia y condiciones de trabajo de los funcionarios; se los dote de personal suficiente para operar las 24 horas del día; que el personal que allí trabaja sea capacitado adecuadamente para que cumpla sus labores en forma que prestigie a nuestro país en el primer contacto que tienen con nuestros visitantes.


También solicito que se adjunte mi intervención a los oficios.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por Su Señoría en los términos señalados, con la adhesión de los Diputados señores Tuma, Pérez, don Aníbal; y Navarro.

REAPERTURA DE SUCURSAL DEL BANCO DEL ESTADO EN COMUNA DE PUERTO SAAVEDRA. Oficio.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité del Partido Socialista, tiene la palabra el Diputado señor Tuma.


El señor TUMA.- Señor Presidente, la gran mayoría de los habitantes del sur de Chile aún retienen en su memoria los efectos devastadores del terremoto de 1960. En Puerto Saavedra, todavía persisten sus consecuencias, particularmente para quienes deben realizar cualquier gestión bancaria, puesto que, junto a innumerables construcciones, el terremoto se llevó el edificio de la sucursal del Banco del Estado de Chile -la única institución bancaria que funcionaba en la comuna- después de lo cual se determinó su cierre definitivo.


El tiempo ha transcurrido y la comuna se ha desarrollado, especialmente en el ámbito de la producción agropecuaria y del turismo. Pero sus habitantes y quienes realizan o desean emprender actividades productivas no disponen de una institución bancaria que les permita efectuar las operaciones comerciales de manera expedita. Para ello, deben trasladarse a otras comunas.


La Cámara de Comercio de Puerto Saavedra, preocupada de esta situación que desalienta el desarrollo económico de la zona, ha resuelto facilitar un terreno de su propiedad para la instalación de la sucursal de una institución bancaria.


En consideración a la importancia que representa para la ciudad disponer de servicios bancarios y que hasta 1960 funcionó normalmente una oficina, sucursal del Banco del Estado de Chile, esta institución pública debe hacer un aporte efectivo al desarrollo de las localidades más apartadas y pobres de nuestro país, y en la evaluación de sus proyectos de inversión no sólo debe tomar en cuenta su rentabilidad económica, sino también el rol social y económico en el desarrollo del país como contrapartida al trato preferencial que este Banco recibe del Estado de Chile en la administración de la cuenta única fiscal.


Por lo anterior, solicito que se oficie, en mi nombre, al Presidente del Banco del Estado, para que tenga a bien encomendar los estudios y acciones pertinentes destinados a reabrir la sucursal de esa institución en la comuna de Puerto Saavedra.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por Su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Salvador Urrutia, Alejandro Navarro y Aníbal Pérez.

SUBSIDIO ESPECIAL DE VIVIENDA PARA HABITANTES DE LA ISLA SANTA MARÍA, COMUNA DE CORONEL. Oficio.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité del Partido Socialista, tiene la palabra el Diputado señor Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero referirme a la grave situación que viven los habitantes de la isla Santa María, quienes están imposibilitados de postular al subsidio de vivienda, toda vez que los precios de construcción son sustantivamente más elevados, dadas las condiciones de transporte y aislamiento de la isla ubicada en la Octava Región, frente a las costas de Coronel.


Desde hace mucho tiempo se ha intentado constituir un comité de vivienda, a fin de que los habitantes, en su mayoría pescadores de escasos recursos, puedan postular al subsidio y tener una vivienda digna, dado que las actuales están en precarias condiciones y no existe ningún trazo de urbanización en los asentamientos de pescadores, tanto en Puerto Norte como en Puerto Sur.


Específicamente, la situación es más grave en puerto Norte, donde se requiere un plan especial de subsidio que permita construir en la isla, dado que el actual no cubre todos los gastos y, en definitiva, aleja toda posibilidad de que existan empresas oferentes para construir en la isla Santa María.


Por ello, solicito que se envíe oficio al Ministerio de Vivienda para que estudie en forma detenida la situación de la isla, a fin de proporcionar un plan especial de postulación al subsidio, dado que presenta condiciones muy diferentes al resto del país. Creo que no porque sean isleños tienen menos méritos, posibilidades o derechos para acceder a este beneficio que el Gobierno da a miles y miles de chilenos cada año.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por Su Señoría.

COBRO INDEBIDO DE CONTRIBUCIONES POR EL SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, también pido que se oficie al Servicio de Impuestos Internos, a fin de solicitar información respecto de un cobro -al parecer indebido- de contribución de bienes raíces al señor Luis Sanzana Vera, de calle Galvarino Rivero Nº 876, Coronel, rol 
Nº 1940000140038, quien en una documentación que ha tenido una larga tramitación aparece como deudor moroso y, por lo tanto, con posibilidad de embargo de la propiedad por ministerio de la ley, de acuerdo con el artículo 173 del Código Tributario.


Los certificados de avalúo del señor Sanzana determinan que la propiedad está exenta del pago de contribuciones, porque su avalúo alcanza apenas a los 63.347 pesos. Sin embargo, se ha iniciado una cobranza con amenaza de embargo, que demanda el pago inmediato de lo supuestamente adeudado.


Quiero que se clarifique esta situación, ya que he sabido de otros casos similares: personas exentas por documentos oficiales del Servicio de Impuesto Internos aparecen como morosas y, en consecuencia, expuestas a ser sancionadas.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Señor Diputado, en el último caso expuesto no se puede enviar oficio al Servicio de Impuestos Internos, porque Su Señoría estaría transgrediendo el artículo 57 de la Constitución Política, al estar haciendo peticiones de carácter administrativo en favor de un particular.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, no es una gestión relacionada con un particular, porque hay muchos otros casos similares. He mencionado sólo éste debido a la escasez del tiempo.


Sin embargo, aunque fuese así, de todas maneras haré presente esta situación al Di

rector del Servicio de Impuestos Internos. Si no puede ser a través de la Cámara, lo haré en forma directa, a fin de esclarecer estos hechos que forman parte del prestigio del buen servicio que debe brindar una institución como ésa.

CATASTRO DE BUSES TRASLADADOS DE SANTIAGO A REGIONES. Oficio.


El señor NAVARRO.- Por último, solicito que se oficie al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones a fin de que detalle en forma clara el número de buses que, después de ser retirados de circulación en Santiago, han ido a parar a regiones.


Quiero saber con exactitud si posee datos específicos, información detallada, región por región, de los buses que fueron llevados a cada una de ellas o transformados en camiones. Si existe registro de los mismos, con el objeto de saber si la vida útil de estos vehículos y autobuses causará daño o contaminación en el resto del país.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por Su Señoría, con la adhesión del Diputado señor Salvador Urrutia.


Por haberse cumplido con el objeto de la sesión, se levanta.


-Se levantó la sesión a las 14.14 horas.
JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA.

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República. Aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Comunidad del Caribe para establecer una Comisión Mixta Permanente de Consulta, Cooperación y Coordinación. (boletín Nº 1914-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Comunidad del Caribe para establecer una Comisión Mixta Permanente de Consulta, Cooperación y Coordinación, adoptado en Kingston, Jamaica, el 13 de mayo de 1996.


El acercamiento entre Chile y la Comunidad del Caribe (Caricom) -agrupación de carácter regional integrada por 12 Estados de habla inglesa y una colonia británica- se manifiesta particularmente en la suscripción del presente Acuerdo, como asimismo en el de Cooperación Científica y Técnica firmado en igual fecha, los cuales harán posible una mayor aproximación a dicha comunidad en las áreas de la cooperación política, comercial, económica, científica, técnica y cultural, creando al mismo tiempo los espacios necesarios para desarrollar una política de nuevas dimensiones y expectativas hacia esa región caribeña.


El propósito primordial de este Acuerdo, como su nombre lo indica, es el de establecer una “Comisión Mixta Permanente de Consulta, Cooperación y Coordinación” entre Chile y la Comunidad del Caribe, que estará integrada por representantes de ambas Partes, siendo el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile y la Secretaría de la Comunidad del Caribe los que desempeñarán las funciones administrativas, técnicas y de cooperación. Dicha Comisión podrá también establecer órganos subsidiarios para desempeñar las labores específicas que les sean encomendadas.


Serán objetivos concretos de la Comisión promover y desarrollar relaciones más estrechas entre las Partes, en las áreas política, comercial, económica, científica, técnica y cultural, incluso para coordinar sus respectivas posiciones en los foros internacionales, y será además responsable del análisis y seguimiento de los Acuerdos específicos de cooperación celebrados entre ellas.


En mérito de lo expuesto y teniendo en consideración el importante paso que da Chile en su política de acercamiento hacia las naciones anglófonas de la región del Caribe mediante la suscripción del presente instrumento, someto a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Comunidad del Caribe para establecer una Comisión Mixta Permanente de Consulta, Cooperación y Coordinación, suscrito en Kinsgton, Jamaica, el 13 de mayo de 1996.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE, Presidente de la República; JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS, Ministro de Relaciones Exteriores.”


ACUERDO

ENTRE

EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE

Y

LA COMUNIDAD DEL CARIBE

PARA ESTABLECER UNA COMISIÓN MIXTA PERMANENTE DE CONSULTA, COOPERACIÓN Y COORDINACIÓN

El Gobierno de la República de Chile y la Comunidad del Caribe (Caricom), en adelante denominados “las Partes”;


COMPARTIENDO el deseo común de promover y fortalecer la cooperación política, comercial, económica, científica, técnica y cultural, con el fin de estrechar las relaciones entre las Partes;


RECONOCIENDO la importancia de los movimientos de integración regional como marco para el desarrollo de los países que participan en estos acuerdos;


RECONOCIENDO asimismo, que es conveniente establecer vínculos permanentes y efectivos entre los países de América Latina y el Caribe en la búsqueda de soluciones para sus problemas sociales y económicos, estableciendo para ello los mecanismos adecuados;


CONVENCIDOS de que el reconocimiento general por parte de todas las Naciones de un conjunto de principios básicos que deben regir sus relaciones contribuiría a alcanzar una paz justa y duradera;


DECLARANDO su confianza y apoyo a la Organización de Estados Americanos, así como a los objetivos de aquellos organismos de las Naciones Unidas que se ocupan de los problemas que afectan a los países en desarrollo;


CONSCIENTES de la conveniencia de que en cualquier proyecto de cooperación entre las Partes se preste especial atención a las necesidades de los sectores más desposeídos de Chile y de los Estados menos desarrollados de la Caricom, a fin de acelerar su desarrollo y mejorar las condiciones de vida de sus pueblos;


CONVENCIDOS de que las soluciones efectivas de sus problemas comunes se facilitarían mediante estudios sistemáticos a nivel técnico y una mayor cooperación en los campos comercial, económico, científico y cultural, los que se traducirían en proyectos factibles.


Han acordado lo siguiente:

ARTÍCULO I

ACUERDO ENTRE CHILE Y LA COMUNIDAD DEL CARIBE 

PARA ESTABLECER UNA COMISIÓN MIXTA PERMANENTE 

DE CONSULTA, COOPERACIÓN Y COORDINACIÓN

Las Partes acuerdan establecer la “Comisión Mixta Permanente de Consulta, Cooperación y Coordinación”, en adelante en este Acuerdo denominada la “Comisión Mixta”.

ARTÍCULO II

INTEGRACIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA
1.
La Comisión Mixta estará formada por los representantes de ambas Partes.

2.
En relación con los trabajos de la Comisión Mixta, el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile y la Secretaría de la Comunidad del Caribe desempeñarán funciones administrativas, técnicas y de coordinación, en representación de las Partes respectivas.

3.
La Comisión Mixta podrá establecer órganos subsidiarios para las funciones que le sean encomendadas por la Comisión Mixta.

ARTÍCULO III

OBJETIVOS
1.
Los objetivos de la Comisión Mixta consistirán en promover y desarrollar relaciones más estrechas entre las Partes en las áreas política, comercial, económica, científica, técnica y cultural.

2.
Las Partes promoverán un mutuo entendimiento de sus puntos de vista, así como la coordinación de sus posiciones en los foros internacionales.

3.
La Comisión Mixta será particularmente responsable del análisis y seguimiento de los acuerdos específicos de cooperación celebrados entre las Partes.

ARTÍCULO IV

REUNIONES DE LA COMISIÓN MIXTA
1.
La Comisión Mixta se reunirá al menos una vez cada dos años, en la fecha o fechas que se convengan entre las Partes. Las Partes procurarán que exista la mayor coincidencia entre las fechas de las reuniones de la Comisión Mixta con las de los Comités de Gestión que se establezcan para cada Convenio celebrado en áreas específicas de cooperación entre las Partes.

2.
Las reuniones de la Comisión Mixta se celebrarán alternadamente en Chile y en la sede de la Comunidad del Caribe o en aquel otro lugar que se acuerde entre las Partes.

3.
La agenda para cada reunión de la Comisión Mixta será establecida por ambas Partes al menos dos meses antes de la reunión.

4.
Las decisiones de la Comisión Mixta tendrán el carácter de recomendaciones para las Partes de este Acuerdo.

ARTÍCULO V

ENTRADA EN VIGOR

Este Acuerdo entrará en vigor en la fecha de la última comunicación en que una de las Partes notifique a la otra que se ha dado cumplimiento con los requisitos jurídicos necesarios para su entrada en vigor.

ARTÍCULO VI

DENUNCIA
1.
Cualquiera de las Partes podrá denunciar el Acuerdo mediante una notificación por escrito de su decisión dirigida a la otra Parte. La terminación del Acuerdo será efectiva al término de seis meses después de la fecha en que la notificación de la denuncia sea recibida por la otra Parte.

2.
En caso de denuncia del presente Acuerdo, los programas y proyectos en ejecución no se verán afectados por ella y continuarán hasta su término.

ARTÍCULO VII

REUNIÓN INAUGURAL

El Secretario General de la Comunidad del Caribe, en colaboración con el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile, tan pronto como sea posible después de la entrada en vigor de este Acuerdo, deberán adoptar las medidas necesarias para convocar a la Reunión Inaugural de la Comisión Mixta.


En testimonio de lo cual, los Plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados para ello, han firmado el presente Acuerdo.


Hecho en Kingston, Jamaica, el día trece de mayo de mil novecientos noventa y seis, en dos ejemplares en el idioma español e inglés, siendo ambos textos igualmente auténticos.


Por el Gobierno de la República de Chile.


Por la Comunidad del Caribe.


Conforme con su original.


(Fdo.): MARIANO FERNÁNDEZ AMUNÁTEGUI, Subsecretario de Relaciones Exteriores.”

2.
Informe de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca acerca del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 3.557, de 1981, sobre normas de protección agrícola. (boletín Nº 569-01-S)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca pasa a informaros acerca del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, remitido por el Honorable Senado, y originado en una moción de los HH. Senadores señores Cooper, Papi y Romero, que modifica el decreto ley Nº 3.557, de 1981, sobre normas de protección agrícola.


Durante el estudio de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la asistencia y la colaboración del señor Álvaro Sapag, Fiscal del Servicio Agrícola y Ganadero.

I. IDEAS FUNDAMENTALES O MATRICES DEL PROYECTO.


La idea matriz que inspira la proposición de esta iniciativa legal es modernizar y reforzar la legislación vigente, contenida en el decreto ley Nº 3.557, de 1981, sobre normas de protección agrícola, con objeto de proteger a nuestro país, libre de plagas, de la introducción de mercaderías peligrosas para nuestros productos vegetales y animales, que son reconocidos mundialmente por su calidad y por ser sanitariamente libres de contaminación.

Fundamentos.

Los fundamentos que los HH. Senadores consideraron como relevantes para la proposición de esta iniciativa fueron los siguientes: 

1.
Ante los graves riesgos que involucra la aparición de plagas que afectan a los vegetales, como ha ocurrido con las sucesivas apariciones de la mosca de la fruta en el país, se requiere modernizar y reforzar la legislación actualmente vigente.

2.
Los antecedentes existentes indican que estas plagas son introducidas en el país desde el exterior y, en especial, por los pasos fronterizos terrestres, sin excluir los marítimos y aéreos.

3.
Como medida preventiva que reemplace el actual sistema, se plantea, a través de esta moción, establecer la existencia de una declaración escrita y jurada para quienes ingresen al país, en el sentido de que no incluyen, entre sus pertenencias, mercaderías peligrosas para los vegetales.

4.
Coherentemente con lo anterior, se hacen extensivos los delitos de perjurio para sancionar la falsedad de la declaración jurada sobre vegetales, de conformidad con el artículo 210 del Código Penal. Se tipifican, asimismo, los delitos de quienes internen en el país mercaderías cuyo ingreso se haya rechazado o sea prohibida y, como consecuencia de ello, se propagare una plaga vegetal.

5.
Además de las sanciones corporales, se establecen, por esta moción, fuertes multas para quienes atenten contra nuestro patrimonio fitosanitario y su reincidencia.

6.
Las medidas contenidas en este proyecto de ley buscan proteger a nuestro país de la introducción de mercaderías peligrosas para nuestros productos vegetales, que son justamente reconocidos en los mercados mundiales por su calidad y por ser sanitariamente libres de contaminación. Las exportaciones hortofrutícolas alcanzan hoy, aproximadamente, a mil millones de dólares, siendo Chile el principal exportador del hemisferio sur.

7.
La moción presentada no pretende impedir la integración con países afectados por plagas vegetales o cerrar el turismo proveniente de aquellos países, sino, por el contrario, busca que esta integración y dicho turismo sean compatibles con la preservación de nuestro patrimonio y del posicionamiento de nuestros productos vegetales en los mercados internacionales, que dan empleo a miles de connacionales y riqueza al país.

-o-


Consecuentemente con lo anteriormente expresado, la moción original sustituía el actual inciso segundo del artículo 1º, con el propósito de establecer que “Igualmente, el SAG deberá fiscalizar el cumplimiento de las normas y medidas, con facultad para aplicar las sanciones correspondientes, en conformidad con el procedimiento señalado en el Título IV de su ley Orgánica, sin perjuicio de las facultades de los juzgados del crimen, cuando dichas infracciones sean constitutivas de delito.”


Agregaba un inciso segundo en el artículo 18, estableciendo que “el que internare mercaderías peligrosas al país, cuyo ingreso haya sido prohibido y, como consecuencia de ello, se propagare una plaga vegetal, será condenado a presidio menor en sus grados medio a máximo, sin perjuicio de las multas correspondientes.”


Modificaba el artículo 21 mediante dos letras.


La letra a) intercalaba, entre las expresiones “deberán ser” y “revisado por el Servicio”, la frase “declarado por escrito y bajo juramento por el interesado o tenedor y”.


La letra b) agregaba incisos segundo y tercero, para dejar establecido que la falta de declaración escrita y jurada será penada con multa, y quien cometiere delito de perjurio será sancionado con la pena a que se refiere el artículo 210 del Código Penal. Si, como consecuencia de una infracción, se propagare una plaga vegetal, él o los responsables sufrirán la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo, sin perjuicio de las multas correspondientes.


En el artículo 42, se intercalaba el guarismo “2)” seguido de una coma (,), entre los números “17)” y “28)”.


Sustituía el artículo 43 disponiendo que “Los Directores Regionales del Servicio serán competentes para conocer y sancionar, en conformidad a los procedimientos establecidos en el párrafo IV del Título I de la ley Nº 18.755.”


Agregaba los artículos 44 bis y 45 bis.


Por el primero, señalaba que “los delitos establecidos serán conocidos, juzgados y sancionados por el Juzgado del Crimen competente, siendo además, aplicables las disposiciones del Código de Procedimiento Penal.”


Por el segundo, disponía la concesión de acción pública para la denuncia de los delitos establecidos en los artículos 18 y 21 de esta ley.


El Honorable Senado efectuó un acabado estudio de esta iniciativa, revisando la legislación vigente. Luego de conocer el segundo informe de la Comisión de Agricultura, la Sala del Senado acordó solicitar informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con objeto de que emitiera un pronunciamiento sobre las infracciones que se tipifican en su artículo único, con vistas a evitar la configuración de delitos que pudieren estar en contra de las concepciones penales que se han estado aplicando. Esta Comisión concluyó que no se crean nuevas figuras delictivas, sino que ellas se ajustan a las ya existentes. No obstante y, con el propósito de precisarlas, sugirió algunas enmiendas, las que fueron acogidas y se contienen en los números 2, letra b) y 3 del artículo único del proyecto en estudio.


Finalmente, el Honorable Senado aprobó el texto que se comenta a continuación y sobre el cual debió pronunciarse vuestra Comisión.

COMENTARIO SOBRE EL ARTICULADO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO POR EL HONORABLE SENADO.


El proyecto de ley, remitido por el Honorable Senado, consta de un artículo único, con tres números, mediante los cuales se formalizan las modificaciones del decreto ley Nº 3.557. de 1981, que establece normas sobre protección agrícola.


Por el número 1º, se sustituye el inciso segundo del artículo 1º, señalando que el Servicio Agrícola y Ganadero deberá fiscalizar el cumplimiento de dichas normas y medidas, aplicando, en caso de infracción, las sanciones correspondientes de acuerdo a su ley Orgánica, sin perjuicio de las facultades que correspondan a los juzgados del crimen cuando dichas infracciones sean constitutivas de delito.


El número 2º modifica el artículo 21 a través de dos letras.


La letra a) preceptúa que los productos de origen vegetal o animal que se pretendan ingresar en el país dentro del equipaje de las personas, deberán ser revisados por el Servicio Agrícola y Ganadero antes de su nacionalización, y declarados bajo juramento en formularios especiales por el interesado o tenedor. Dichos formularios indicarán los vegetales, animales, productos y subproductos de origen vegetal o animal prohibidos de ingresar en el país por el Servicio Agrícola y Ganadero.


La letra b) agrega a este artículo un inciso segundo y un inciso tercero, nuevos. Por el inciso segundo nuevo, se dispone que la falta de declaración escrita y jurada será penada con multa. Por el inciso tercero nuevo, se prescribe que el que cometiere delito de perjurio, por ser falsa la declaración, será sancionado con la pena a que se refiere el artículo 210 del Código Penal.


Por el número 3º se intercala en el artículo 42 la expresión “21, inciso segundo”, seguido de una coma (,), entre los números “17” y “28”.

II. MENCIÓN DE LOS ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO-CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


La Comisión determinó, por unanimidad, que en este proyecto de ley no hay artículos que merezcan una u otra calificación.

III. PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN.


Vuestra Comisión, durante la discusión general de esta iniciativa, escuchó al señor Álvaro Sapag, Fiscal del Servicio Agrícola y Ganadero, quien expuso que el proyecto, tal como fue aprobado por el Honorable Senado, tiene por objeto generar un marco jurídico que dé mayor seguridad al resguardo del patrimonio fito y zoosanitario del país. Se establece el mecanismo de una declaración jurada que deben formular todos aquellos turistas o ciudadanos chilenos que ingresen en el territorio nacional, para prevenir la internación de mercaderías peligrosas para el transporte de los vegetales o de la salud animal. De la misma forma, como lo sostuvo durante su intervención en la discusión de este proyecto en el Honorable Senado, señaló que, si bien es cierto que el SAG está dotado de facultades legales para realizar la inspección de los pasajeros, no es menos cierto que esa fiscalización sólo va aparejada de una multa. Atendido el gran número de turistas que ingresan en el país, se requiere un sistema más moderno y basado en la buena fe, en el sentido de poder aminorar el volumen de fiscalización. A este respecto, destacó que el SAG, en conjunto con el Servicio Nacional de Aduanas, ha iniciado un proyecto piloto en el aeropuerto Comodoro Arturo Merino Benítez. En él, la inspección de las valijas de los turistas se realiza mediante aparatos de rayos x. El programa, que lleva diez días en funcionamiento, se inaugurará oficialmente el día 9 de septiembre del año en curso. La intención es avanzar progresivamente en todos los pasos fronterizos y controles de llegada, mediante un trabajo conjunto con alta tecnología. Los funcionarios del SAG, acostumbrados a esa tecnología, están traspasando sus conocimientos a los funcionarios de Aduanas, de manera de lograr un control más eficaz, eficiente y rápido respecto de los pasajeros. El sistema que propone la moción parlamentaria es similar al que se utiliza en los países desarrollados, como Estados Unidos, Canadá y algunos países europeos, en el sentido de basar el accionar de las fiscalizaciones en la buena fe y en el sentido de que aquella persona que adultera su declaración comete delito de perjurio y recibe las sanciones correspondientes, establecidas en el Código Penal.


Explicó que la ley de protección agrícola vigente establece un procedimiento distinto del de la ley Orgánica del SAG. Siendo posterior a ésta, todas las infracciones deben ser sancionadas conforme al procedimiento que ella establece. El número 1º, para evitar confusiones, deja en claro que la ley aplicable es la Orgánica del SAG. Respecto del número 2, letra a), aclaró que la ley de protección agrícola es de 1980 y que la normativa de sanidad animal, el D.F.L. 16, es de 1964. Por lo tanto, se incorporan en el proyecto los productos de origen animal, de manera que existan el mismo procedimiento y la misma declaración, tanto para unos como para otros. Agregó que la letra b) prescribe una sanción de corte administrativo para aquella persona que se niegue a efectuar las declaraciones. En el inciso final, se establece la figura del delito de perjurio para la persona que es sorprendida tratando de internar en el país este tipo de mercaderías, faltando a la verdad en su declaración jurada. Finalmente, destacó que el número 3 sólo tiene por objeto corregir un error de referencia.

IV. ARTÍCULOS QUE DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


En relación con lo preceptuado en el artículo 220 del Reglamento, el Presidente de la Comisión, en uso de sus atribuciones reglamentarias y con el asentimiento unánime de la misma, determinó que este proyecto de ley no requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda.

V. APROBACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.


Vuestra Comisión, luego de analizar los fundamentos que inspiraron la proposición de esta iniciativa, de escuchar la opinión favorable expuesta por el Fiscal del Servicio Agrícola y Ganadero, y el parecer de los señores Diputados presentes, acordó pronunciarse respecto de la idea de legislar sobre la materia.


Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, se aprobó por unanimidad.

VI. SÍNTESIS DE LAS OPINIONES DE LOS DIPUTADOS CUYO VOTO HUBIERE SIDO DISIDENTE DEL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.


No hubo opinión disidente durante la votación en general del proyecto.

VII. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN.


No hubo artículos ni indicaciones rechazados por la Comisión.

VIII. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.


A continuación, vuestra Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca, con la asistencia y la colaboración del Fiscal del Servicio Agrícola y Ganadero, pasó a estudiar, en forma pormenorizada, cada una de las disposiciones que contiene esta iniciativa y a votarlas en la forma que a continuación se señala:

ARTÍCULO ÚNICO.

Número 1.

-Fue aprobado en forma unánime, en los mismos términos propuestos por el Honorable Senado.

Número 2º.
letra a).

-Sometida a votación, se aprobó unánimemente el texto propuesto por el Honorable Senado.

letra b).

-Fue aprobada, por asentimiento unánime, en los mismos términos propuestos.

Número 3º.

-Sometido a votación, fue aprobado por unanimidad.

IX. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA COMISIÓN.


En mérito de las consideraciones anteriores y por las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor Diputado informante, vuestra Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca os recomienda aprobar, en los mismos términos en que lo hizo el Honorable Senado, el siguiente

PROYECTO DE LEY.


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece disposiciones sobre protección agrícola:


Nº 1.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 1º, por el siguiente: 


“Igualmente, el Servicio Agrícola y Ganadero deberá fiscalizar el cumplimiento de dichas normas y medidas, aplicando, en caso de infracción, las sanciones correspondientes de acuerdo con el procedimiento señalado en el Párrafo IV, de la ley Nº 18.755, Orgánica del Servicio Agrícola y Ganadero, sin perjuicio de las facultades que correspondan a los juzgados del crimen cuando dichas infracciones sean constitutivas de delito.”.


Nº 2.- Modifícase el artículo 21 de la siguiente forma:

a)
Sustitúyese la oración: “Todo producto de origen vegetal que pretenda ingresarse al país deberá ser revisado por el Servicio antes de su nacionalización.”, por las siguientes: “Los productos de origen vegetal o animal que pretendan ingresarse al país en el equipaje de las personas, deberán ser revisados por el Servicio Agrícola y Ganadero antes de su nacionalización, y declarados bajo juramento en formularios especiales por el interesado o tenedor. Dichos formularios indicarán los vegetales, animales, productos y subproductos de origen vegetal o animal prohibidos de ingresar al país por el Servicio Agrícola y Ganadero.”.

b)
Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“La negativa a formular la declaración jurada que requiera la autoridad competente, en la forma indicada en el inciso anterior, será penada con multa.


El que faltare a la verdad en su declaración, será sancionado como autor del delito de perjurio previsto en el artículo 210 del Código Penal.”.


Nº 3.- Intercálase en el artículo 42 la expresión “21, inciso segundo”; seguida de una coma (,), entre los números “17” y “28”.”.

-o-


Se designó Diputado informante al señor FELIPE LETELIER NORAMBUENA.


SALA DE LA COMISIÓN, a 27 de agosto de 1996.


Acordado en sesión de fecha 27 de agosto de 1996, con la asistencia de los Diputados señores García Ruminot (Presidente), Galilea (Álvarez-Salamanca), Correa, Hernández, Hurtado, Letelier Norambuena, Naranjo y Silva.


Por la vía del reemplazo, asistió el Diputado señor Galilea.


(Fdo.): MIGUEL CASTILLO JEREZ, Secretario de la Comisión.”

3.
Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, sobre el proyecto que autoriza erigir un monumento en la ciudad de Temuco, en memoria de los detenidos desaparecidos de la Región de la Araucanía. (boletín Nº 1860-17-1)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía pasa a informar, en primer trámite reglamentario, el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, originado en moción del H. Diputado don Eugenio Tuma y de la H. Diputada doña Martita Wörner.


Mientras se estudiaba este proyecto, la Comisión tuvo oportunidad de escuchar a uno de sus autores, el H. Diputado señor Tuma, y a los integrantes de la directiva de la Agrupación Cultural Pro Símbolo Derechos Humanos de Temuco, señores Víctor Maturana, Álvaro Elgueta, Eduardo Castillo y Magdalena Stepke, quienes suministraron los razonamientos que inspiran esta proposición de ley.


Cabe destacar que la Agrupación Cultural referida, es una Organización Comunitaria que tiene su origen en la Unidad Vecinal Nº 1 de la comuna de Temuco; fue creada en abril de 1995; se le ha reconocido personalidad jurídica y en sus estatutos consulta, aparte de los fines generales, el específico de “erigir en la ciudad de Temuco, un símbolo que permita perpetuar la memoria de las víctimas de violaciones a los derechos Humanos, en la IX Región.

Antecedentes generales.

Las intervenciones en el debate y antecedentes que se aportaron al estudio de este proyecto contienen los elementos de juicio que sirvieron a la Comisión para aprobar la idea de legislar. Ellos pueden resumirse en las siguientes consideraciones:


En primer término, los parlamentarios autores de la moción destacan, con motivo de su propuesta, la necesidad de profundizar el proceso de reconciliación de la sociedad chilena, herida por los graves atropellos y atrocidades violatorios de los derechos de la persona humana y abogan por hacer esfuerzos para curar esa llaga.


Señalan, además, que en esta tarea es indispensable una conciencia colectiva de reconocimiento de los hechos, que exprese de manera concreta el compromiso de la sociedad con los valores de la vida y el respeto a los derechos esenciales del ser humano, y junto con ello, el restablecimiento de la dignidad de las víctimas.


Si se tienen los propósitos de profundizar la reconciliación, de contribuir a cicatrizar el estigma del desencuentro, de admitir el sufrimiento causado a las víctimas y a sus familiares y si, realmente, hay sinceridad en reconocer los valores de la vida y los derechos humanos, la sociedad chilena debiera, en consonancia con aquellas intenciones, estar preparada para restablecer la dignidad de las víctimas y entregarles una reparación pública, traducida en símbolos recordatorios.


Quienes propician esta iniciativa legal, creen que en la comunidad chilena hay consenso para estos propósitos.


Ellos señalan que la historia de la humanidad nos ha legado, también, a través de símbolos que representan las oscuridades de nuestra condición humana, períodos traumáticos de diferentes sociedades. Desde distintos puntos de la tierra nos llegan las imágenes del Parque de la Paz, en Hiroshima; el Valle de los Caídos, en España; la mantención de los campos de concentración nazis como monumentos, en todos los países de Europa, donde éstos existieron. Todos ellos nos hablan de la vida y de la esperanza de paz que surge después de la muerte. Nadie se espanta de su existencia, nadie rechaza su alzamiento, nadie se abstiene de inclinarse respetuoso ante su presencia y significación.


Por otra parte, los impulsores del proyecto reflexionan:


“Es difícil dar razones que “justifiquen” la necesidad de homenajear a los ejecutados políticos y detenidos desaparecidos. Normalmente nadie discute el reconocimiento que se debe a los muertos. Pero estos muertos, nuestros muertos, son especiales. A todos se les ha negado o se les negó por largos años la despedida digna y honrosa que se merecían. Y esta es nuestra primera razón para proponer este monumento.”


La Organización Cultural Pro Símbolo Derechos Humanos, subraya:


“Queremos levantar este monumento a fin de contar con un espacio de recuerdo y encuentro que contribuya a curar las heridas de los que aún no encuentran a sus seres queridos o están lejos de ellos. Esta necesidad no es exclusiva de los familiares de las víctimas. Ella forma parte de los necesarios procesos de reparación colectiva que debemos llevar adelante como sociedad que busca caminos de convivencia democrática. Implica ello, reaprender a vivir en la diversidad, respetando los dolores, vivencias e interpretaciones de la historia común que nos ha tocado compartir”.


La historia de sufrimientos es larga. En 1978, el Ministro del Interior de aquel entonces prometió dar respuesta a cada denuncia documentada que se le hiciera llegar sobre presuntos detenidos desaparecidos, que el gobierno militar negaba al interior del país y en el ámbito internacional. Los Obispos de la Iglesia Católica le hicieron llegar abundante información sobre unos 500 casos. La respuesta nunca llegó.


En esas circunstancias la Vicaría de la Solidaridad publicó siete tomos bajo el título “¿Dónde están?, que contenía los nombres y las circunstancias de las detenciones de aquellas cerca de 500 personas. 


En dicha obra, reeditada en 1993 en ocho tomos, por la Fundación de Documentación y Archivo de la Vicaria de la Solidaridad, bajo el nombre “Detenidos desaparecidos”, que contiene 984 casos de detenidos desaparecidos, con suficientes antecedentes sobre la responsabilidad de agentes del Estado en su detención y posterior desaparecimiento, se expresa por Monseñor Cristián Precht Bañados, en su introducción, lo siguiente:


“Hoy la situación ha cambiado mucho en cuanto al conocimiento de la verdad y poco en cuanto al ejercicio de la justicia. La herida continúa abierta... y cientos de familias todavía tienen la esperanza de poder saber del destino final de sus seres queridos y de poder darles una digna sepultura.


“Si veinte años de historia son muy difíciles de reasumir, veinte años de sufrimientos y esperanzas son imposibles de consignar. Eso lo sabemos especialmente quienes hemos sido testigos cercanos y también actores de la búsqueda aún inacabada. Unos y otros llevamos el corazón marcado por tanto dolor que quisiéramos se hubiese evitado. Con este documento esperamos acercar la justicia -siquiera un paso más- y contribuir con la verdad a que los queridos familiares de los detenidos-desaparecidos, afectados por una de las tragedias más grandes de la historia patria, puedan al fin estar en paz.


La Agrupación Cultural de Temuco que impulsa la idea del monumento e inspira a sus autores, resalta muy especialmente, que esta obra no pretende provocar ni herir ciertas susceptibilidades, por lo cual ellos prefieren hablar de un símbolo de la convivencia, porque el lugar donde se instale, se constituirá en un espacio de recuerdo y encuentro, que será parte de la memoria de la sociedad chilena, que nos ayude a compromenternos a que nunca más se repita en Chile una similar historia de muerte.


Con este proyecto se acogen la recomendaciones del Informe de la Comisión de Verdad y Reconciliación, más conocida como la “Comisión Rettig”, que propugna por la proliferación de iniciativas de reparación en cada punto del país.


La Región de la Araucanía fue, proporcionalmente, una de las más afectadas: 177 personas provenientes de los campos y las ciudades, hombres, mujeres, jóvenes, ancianos forman parte de las 3.997 muertes ocurridas en Chile con violación de sus derechos, entre 1973 y 1990. De estas 177 víctimas, 106 son detenidos desaparecidos, 71 son ejecutados políticos. De entre ellos, 51 son mapuches.


Todos merecen nuestro recuerdo, respeto y homenaje. En su memoria se propone la erección de este símbolo.

Ideas Matrices.


La Moción en informe consta de 5 artículos.


La primera idea matriz, contenida en los artículos 1º y 2º es la de autorizar que se erija un monumento en la ciudad de Temuco, en memoria de las personas detenidas desaparecidas de la Región de la Araucanía, consignadas en el informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación.


Para el efecto, en los artículos 3º y 4º, se crean, respectivamente, un Fondo destinado a financiar las obras y una Comisión encargada de ejecutar los fines de la ley.


En el artículo 5º se consignan las funciones de la Comisión creada por el artículo 4º, funciones que apuntan a organizar un concurso público, determinar la ubicación del monumento, reglar las colectas públicas y administrar los recursos que se recauden.

Aprobación del proyecto.


La idea de legislar fue aprobada en general, por la unanimidad de la Comisión.


Durante la discusión particular fueron aprobadas las siguientes indicaciones, cuya autoría pertenece a los señores Aylwin, Naranjo, Ojeda y Villegas:


Al artículo 1º

1)
Para reemplazar el artículo 1º por el siguiente: 


“Artículo 1º.- Autorízase erigir un monumento en memoria de las personas detenidas desaparecidas y ejecutados políticos, pertenecientes a la Región de la Araucanía, a que se refiere el informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación del año 1991.”


Esta indicación tiene por objeto corregir la referencia a la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, que era incorrecta, y omitir el número de víctimas, ya que las 176 personas que mencionaba la moción, corresponden no sólo a detenidos desaparecidos, sino además, a ejecutados políticos.


Esta indicación fue aprobada por 4 votos por la afirmativa, ninguno por la negativa y 3 abstenciones.

Artículo 2º


Este artículo no fue objeto de indicaciones y se aprobó con la misma votación anterior.

Artículo 3º

2)
Para reemplazar el artículo 3º por los siguientes:


“Artículo 3º.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la Comisión Especial que se crea por el artículo 5º, en coordinación con el Ministerio del Interior.”.

3)
Artículo nuevo, que pasa a ser artículo 4º, del tenor siguiente:


“Artículo 4º.- Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior”.


Las dos indicaciones transcritas tienen la finalidad de separar en dos disposiciones las ideas contenidas en el artículo 3º de la moción, esto es, determinar por una parte el origen del financiamiento de las obras, y por otra parte, crear un fondo que se haga cargo de los recursos que se recauden para los fines de la ley.


Ambas indicaciones fueron aprobadas con la misma votación de la anterior.

Artículo 4º

4)
Para sustituir el artículo 4º por el siguiente, que pasa a ser artículo 5º.


“Artículo 5º.- Créase una Comisión especial ad honorem encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por un Diputado, representante de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados, designado por ésta; un Senador representante de la Comisión de Derechos Humanos del Senado, designado por ésta; el Alcalde de la Comuna de Temuco; un representante del Ministerio de Educación; un representante de la Agrupación Cultural Pro Símbolo Derechos Humanos de Temuco, y el Vicepresidente del Consejo de Monumentos Nacionales.


Esta Comisión será presidida por el Alcalde.


El quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.”.


Esta indicación corresponde a la idea contenida en el artículo 4º de la moción. Solamente se modifica la composición de la comisión encargada de ejecutar los objetivos de la ley, se indica quién la presidirá y el quórum para sesionar y adoptar acuerdos.


Fue aprobada con la misma votación de las anteriores.

Artículo 5º


Este artículo pasa a ser 6º, señala las funciones de la Comisión y fue objeto de las siguientes indicaciones:

5)
Para agregar en la letra b) la expresión “El Concejo”, antes de la frase “de la Municipalidad de Temuco”

6)
Para reemplazar la letra c) por la siguiente:


“c) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen.”.

7)
Para reemplazar la letra d) por la siguiente:


“d) Administrar el Fondo creado por el artículo 4º y abrir y administrar una cuenta corriente especial para gestionar dicho Fondo.”.


Las tres indicaciones se explican por sí mismas. Fueron aprobadas con la misma votación de las anteriores.

Artículo nuevo

8)
Para consultar el siguiente artículo 7º, nuevo:


“Artículo 7º.- Si al concluir la construcción del monumento, resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la Comisión Especial determine.”.


Esta indicación fue aprobada con la misma votación de las anteriores.

-o-

Constancias.


Para dar cumplimiento al artículo 287 de Reglamento, se consigna expresamente, además de lo expresado en párrafos anteriores, las siguientes menciones:

1)
El proyecto no contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado;

2)
No hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda, y 

3)
No hubo normas ni indicaciones rechazadas.

-o-


Por las consideraciones expuestas y los acuerdos reseñados, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, propone a la Honorable Cámara prestar su aprobación al siguiente 

PROYECTO DE LEY


Artículo 1º.- Autorízase erigir un monumento en memoria de las personas detenidas desaparecidas y ejecutados políticos, pertenecientes a la Región de la Araucanía, a que se refiere el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, del año 1991.


Artículo 2º.- El monumento se erigirá en la ciudad de Temuco en la Novena Región.


Artículo 3º.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la Comisión Especial que se crea por el artículo 5º, en coordinación con el Ministerio del Interior.


Articulo 4º.- Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.


Artículo 5º.- Créase una comisión especial ad honorem encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por un Diputado, representante de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados, designado por ésta; un Senador, representante de la Comisión de Derechos Humanos del Senado, designado por ésta; el Alcalde de la Comuna de Temuco; un representante del Ministerio de Educación; un representante de la Agrupación Cultural Pro-Símbolo Derechos Humanos de Temuco, y el Vicepresidente del Consejo de Monumentos Nacionales.


Esta Comisión será presidida por el Alcalde.


El quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.


Artículo 6º.- La Comisión tendrá las siguientes funciones:

a)
llamar a concurso público de proyectos, fijar sus bases y condiciones y resolverlo,

b)
Determinar, en coordinación con el Consejo de Monumentos Nacionales y el Concejo de la Municipalidad de Temuco, la ubicación del monumento,

c)
Determinar las fechas y la forma en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen;

d)
Administrar el Fondo creado por el artículo 4º y abrir y administrar una cuenta corriente especial para gestionar dicho Fondo.


Artículo 7º.- Si al concluir la construcción del monumento, resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la Comisión Especial determine.”.

-o-


Se designó DIPUTADO INFORMANTE al señor Eugenio Tuma Zedan.

-o-


Tratado y acordado en sesiones de fechas 19 de junio de 1996 y 7 de agosto de 1996, con asistencia de los Diputados señores don Erick Villegas (Presidente), Andrés Aylwin, Gabriel Ascencio, Guillermo Ceroni, Arturo Longton, Rosauro Martínez, Iván Moreira, Jaime Naranjo, Sergio Ojeda y Carlos Valcarce. Asistió, además, el señor Eugenio Tuma Zedan.


SALA DE LA COMISIÓN, a 7 de agosto de 1996.


(Fdo.): JOSÉ VICENCIO FRÍAS, Secretario de la Comisión.”
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